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Presentación


PARA MÉXICO, LA RELACIÓN CON Estados Unidos no suele ser precisamente fácil. Esta tesis se reafirma con los acontecimientos recientes. México atraviesa por un período de aguda crisis económica que tal vez se prolongue por varios años, lo cual ha de repercutir sobre su relación global con Estados Unidos. Este ha experimentado, frente al exterior, un declive relativo en su capacidad para determinar el curso de la política internacional, incluso en el continente americano. Sin duda que estas condiciones presentan nuevos retos con el poderoso vecino del norte.


“Crisis” y “transición” fueron los signos que marcaron 1983, cuando menos en dos frentes. El primero es Centroamérica, donde las crisis locales se profundizaron de tal manera que parecía inminente la intervención armada estadounidense, con el consiguiente peligro de que el conflicto se generalizara. De ahí que Centroamérica absorbiera buena parte de la atención diplomática mexicana. Está ocurriendo una transición —todavía no sabemos hacia dónde— de la política exterior mexicana frente a Estados Unidos y Centroamérica. La intervención norteamericana y la generalización del conflicto no se produjeron, pero la prolongación del conflicto, las respuestas políticas estadounidenses en la región y las dificultades que éstas representan para el Estado mexicano, parecen asegurar a la crisis centroamericana un lugar preferente por un tiempo más en la agenda de discusiones entre México y Estados Unidos.


El segundo frente es en el terreno económico y financiero del país. En 1983 presenciamos la más fuerte contracción económica en la historia del México contemporáneo. En las relaciones del país con el exterior, la expresión más clara de esta crisis la constituyen el monto sin precedente que alcanzó la deuda externa y la creciente dificultad del Estado mexicano para pagar tan sólo los intereses. A lo anterior habría que añadir la necesidad de aumentar el volumen de las exportaciones no petroleras en un ambiente comercial internacional poco favorable para el país. Así, las circunstancias obligaron a México a negociar con Estados Unidos toda una serie de cuestiones económicas que, en el pasado, habrían sido tratadas como asuntos de política económica interna por nuestro país y Estados Unidos.


Los ensayos de este libro abordan diversos aspectos de la crisis y de la transición actuales en las relaciones entre México y Estados Unidos. El primero se aboca al estudio de las repercusiones del conflicto centroamericano sobre la sociedad estadounidense, en especial sobre aquellos grupos —de universitarios y religiosos— que se oponen a la política intervencionista de su gobierno. El segundo analiza detenidamente el nuevo papel multilateral del Estado mexicano en el conflicto centroamericano, expresado en su participación en el Grupo Contadora. El tercero destaca preocupaciones de la banca acreedora internacional ante la deuda externa mexicana y la de otros países de América Latina. El cuarto pone en duda que la política comercial estadounidense se haya modificado como respuesta a la crisis financiera y económica de México. El ensayo final expresa una vieja inquietud mexicana, la de cómo estudiar a Estados Unidos.


Para México, Estados Unidos es una preocupación permanente. Del libro, se desprenden algunas consideraciones sobre los dilemas actuales de México frente a Estados Unidos: las diferencias de enfoque entre los gobiernos estadounidense y mexicano respecto a los acontecimientos en Centroamérica; las perspectivas de que México aproveche la coincidencia de algunos grupos de oposición en Estados Unidos con los objetivos del Grupo Contadora; los obstáculos para cumplir con las obligaciones financieras en un ambiente comercial poco propicio para las exportaciones mexicanas; las dificultades para conciliar los objetivos de las políticas interna y exterior. Los planteamientos de los autores destacan una serie de retos y dificultades para México en los próximos años en lo referente a su política interna y a su relación con Estados Unidos.





EL CONFLICTO CENTROAMERICANO EN LA SOCIEDAD ESTADOUNIDENSE

SERGIO AGUAYO

El Colegio de México


I

DURANTE 1983 COMENZÓ A ACEPTARSE que el conflicto centroamericano será largo y difícil. En ese año también empezó a ser evidente que nuevos actores se incorporaban de manera diversa a la lucha. Su localización es más amplia de lo que generalmente se piensa porque incluye a sectores sociales de países vecinos, incluido Estados Unidos. Como este ultimo es uno de los principales factores, puede afirmarse que lo que suceda en ese país será determinante en los acontecimientos de la zona.

En este trabajo se exploran los rumbos que está tomando la disputa sobre América Central en Estados Unidos. Aunque su expresión más pública y conocida es la de un debate relativamente cerrado, porque conservadores y liberales parten de supuestos muy parecidos y hasta iguales, hay aspectos que deben analizarse a partir de una propuesta básica: aunque Estados Unidos influye en América Latina, ésta ha tenido, y tiene, cierta influencia sobre Estados Unidos.

Estas reflexiones se sitúan dentro de una nueva visión de Estados Unidos en América Latina. Los latinoamericanos han reaccionado, por tradición, en forma extremosa ante Estados Unidos: con el rechazo o la adoración.1 En los últimos años algunos grupos han procurado entender a Estados Unidos desde su perspectiva. Las nuevas fuerzas centroamericanas han ido más allá y han presentado sus tesis directamente a grupos de poder y sectores sociales estadounidenses. Al hacerlo, se han hecho oír, pero con el diálogo se han visto también influidos. Esta circunstancia añade complejidad a los problemas de América Central. Seguir su rumbo —aunque sea de manera muy general— es fundamental.

Antes de comenzar la exposición, es indispensable presentar los supuestos esenciales de la política conservadora y la resistencia liberal más institucional y conocida. Hay aspectos en que ambas partes están de acuerdo. Para empezar, la inmensa mayoría de los estadounidenses están convencidos de que su sistema es el mejor. Thomas Jefferson consideraba que Estados Unidos era “la mejor esperanza del mundo” y Abraham Lincoln que era “la última y mejor esperanza sobre la tierra”.2 Más de un siglo después Ronald Reagan todavía cree que la estadounidense es “más libre que cualquier otra sociedad” y que ha tenido más éxitos que ninguna.3 La creencia no es privativa de los conservadores. En 1983, uno de los líderes demócratas, el Representante Bill Alexander, dijo que la revolución estadounidense, a dos siglos de ocurrida, es aún “el mejor modelo para la humanidad”.4

La magnitud de la autoestima ha encubierto, con frecuencia, intereses concretos y ha determinado en buena medida la percepción del mundo y las amenazas contra Estados Unidos. Tanto conservadores como liberales son anticomunistas, antisoviéticos y anticubanos porque esas ideas y algunos de los países que las abrazan se consideran enemigos naturales de Estados Unidos. Con el gobierno de Reagan, los conservadores se apoyan en esta idea para describir el problema que aqueja a los centroamericanos como una lucha contra fuerzas marxistas-leninistas.5 La política, producto de esta actitud, ha sido congruente con ese supuesto. Ahora bien, al arroparse con el tradicional anticomunismo, ponen a la defensiva a los estadounidenses opuestos a la política republicana. Por ejemplo, uno de los críticos más decididos de Reagan, el ex embajador ante El Salvador Robert E. White, ha dicho que el presidente Reagan “tiene razón en preocuparse con negar al comunismo un nuevo triunfo en el hemisferio occidental”.6 Aunque no coinciden con la política de Reagan las autoridades de la iglesia católica y de otros credos, están de acuerdo en rechazar “cualquier forma de penetración soviética en América Latina”.7

Otro punto de acuerdo es sobre el valor estratégico e importancia econó­mica de América Central y del Caribe.8 Un ejemplo entre muchos lo encontramos en un documento secreto elaborado por el ejército estadounidense en 1957; en él se señalan ocho puntos geográficos vitales para Estados Unidos en América Latina, de ellos, seis en la cuenca del Caribe.9

La discusión entre conservadores y liberales se ha centrado, entonces, en la naturaleza de la amenaza y la categorización de los diferentes actores. Así, los conservadores parten de un supuesto que para muchos estadounidenses es irresistible: “América Central es de suma importancia” para los “legítimos intereses nacionales” de Estados Unidos.10 Además, América Central está amenazada por el enemigo común: la URSS. A partir de ello los conservadores descalificaron totalmente al régimen sandinista y a la oposición salvadoreña y guatemalteca. Allí se origina la interpretación de que Cuba —y a través suyo la URSS— aprovechó la crisis económica para, a partir de 1978, convocar, unir, adiestrar, armar y financiar a las izquierdas locales para lanzarlas luego contra gobiernos legítimamente establecidos en territorio centroamericano.11 Con estos supuestos, la política conservadora es lógica: crear un “escudo protector” integrado por “armas, adiestramiento y apoyo logístico” para “proteger la democracia, el desarrollo y el diálogo” en la zona.12 De ahí el acoso constante al régimen sandinista, el apoyo irrestricto al gobierno salvadoreño y la intervención constante en Honduras.

Por cuestiones ideológicas y por los obstáculos internos e internacionales que encontró, el gobierno de Reagan ha llevado a extremos ilógicos la amenaza para Estados Unidos. Dice Reagan que “la meta de los movimientos guerrilleros” y de Managua es “tan simple como siniestra: desestabilizar toda la región, desde el Canal de Panamá hasta México”. Estados Unidos quedaría, entonces, “en posición vulnerable”, porque la seguridad nacional de “toda la América se ve comprometida en América Central”. Si Estados Unidos no actúa, se derrumbaría la fe que se tiene en el país, se desmoronarían sus alianzas y su seguridad estaría en peligro.13 En el mismo discurso, Reagan añadió un nuevo matiz: la posibilidad de que con el triunfo del marxismo llegarán a Estados Unidos unos diez millones de centroamericanos.

Este tipo de discurso es muy parecido al de la Guerra Fría, con una diferencia fundamental: ya no convence a la sociedad norteamericana como antes. Un hecho histórico ilustra el punto. Cuando la CIA articuló el golpe de estado contra el presidente guatemalteco Jacobo Arbenz en 1954, no surgieron voces opositoras a Eisenhower. Treinta años después, hay serias dudas en Estados Unidos sobre la interpretación y la política de otro presidente republicano hacia la misma región. No existe ya —en parte a causa de la guerra de Vietnam— el acuerdo interno que permitiría a los conservadores llevar su interpretación hasta sus últimas consecuencias. En las páginas que siguen separamos los argumentos, naturaleza e importancia de la oposición y las implicaciones que tienen para la evolución de los acontecimientos en América Central.




II

Sobre la política conservadora hacia América Central existe, en la opinión de Edward R. Tuffe, un “escepticismo” amplio que se convierte en “hostilidad uniforme” entre aquellos estadounidenses mejor informados.14 Las encuestas de opinión en Estados Unidos demuestran que la mayoría de los entrevistados están de acuerdo en que América Central es importante para Estados Unidos y rechazan el comunismo, pero no admiten la posibilidad de que Estados Unidos envíe tropas a combatir.15vEsta reticencia se explica, en parte, porque se perciben de manera diferente las fuerzas en conflicto, y se observan los hechos y actores con más realismo y mesura.

A pesar de los matices que existen entre las fuerzas opuestas a Reagan, tienen rasgos comunes. En primer lugar, se reduce la importancia del factor externo. Así, la Asamblea General de la Iglesia Presbiteriana —a la cual ha pertenecido Reagan— considera que el gobierno de Reagan ha usado el “espectro del comunismo para justificar actos terribles de brutalidad e inhumanidad”.16 El demócrata Robert White dice que el apoyo cubano no “es una diferencia importante” porque las revoluciones centroamericanas tienen su origen en la “injusticia, la brutalidad y el hambre”. Para White el riesgo viene de que, por la rigidez republicana, Nicaragua se vea forzada a aliarse a Moscú, y los “líderes democráticos moderados” de El Salvador hagan “causa común con los marxistas”.17

A diferencia de los conservadores, los liberales no opinan que Nicaragua esté entregada al comunismo. Un ejemplo, entre muchos, es la evaluación que, en noviembre de 1983, hizo una organización que agrupa órdenes religiosas católicas. Los relatores concluyen que el gobierno sandinista “está llevando a cabo una revolución en favor de los sectores más numerosos y débiles del país” y que no va en dirección de un “Estado totalitario”.18 Con respecto a El Salvador, aunque los liberales rechazan a los marxistas-leninistas, consideran que la oposición salvadoreña y guatemalteca “constituye una fuerza popular vital y auténtica”.19 De ello se sigue que los gobiernos de El Salvador y Guatemala no son legítimos, ni avanzan hacia la democracia, ni respetan los derechos humanos.

Esta perspectiva termina en críticas severas a Reagan. Robert E. White (en su artículo citado arriba) cataloga la política republicana como ejemplo de “descaro, ignorancia y visión ideológica que se combinan para debilitar las defensas de la región contra la penetración comunista”. El obispo Paul Moore Jr., de la diócesis Episcopal de Nueva York, piensa que la política de Estados Unidos en América Central es “ilegal, inconsistente, poco sólida e inmoral”.20 Proponen, en términos generales, negociaciones con Nicaragua, apoyo al Grupo Contadora y salida negociada al conflicto salvadoreño. (En Estados Unidos la situación guatemalteca es menos conocida y discutida.)

Debemos tener en cuenta que los grupos liberales más tradicionales —unidos, sobre todo, al partido demócrata— enfrentan a Reagan, en parte, por razones electorales, pero también porque ven su política como contraproducente y poco efectiva. Lo que también resulta claro es que si los demócratas tomaran el poder simplemente darían énfasis a mecanismos diplomáticos y económicos, pero no abandonarían el instrumento militar. Novedosa y diferente es la oposición de las iglesias y otros sectores que esgrimen argumentos de otro tipo. Pero antes de analizarlos me referiré al ejército de Estados Unidos.




III

La actitud del ejército estadounidense refleja las dudas de la sociedad y la burocracia estadounidenses. En él coexisten los conservadores recalcitrantes (como el jefe del Comando Sur en Panamá, Paul Gorman) y liberales o conservadores pragmáticos como el general Edward Meyer, quien opina que Estados Unidos no debería “repetir el error de Vietnam poniendo a sus soldados en el extremo de la cuerda, sin el pleno respaldo de la opinión pública”.21 Esta opinión tiene como bases reflexiones prácticas sobre la herencia de Vietnam, que comparten algunos sectores republicanos. En un libro sobre estrategia militar estadounidense de amplia difusión en el medio castrense, se afirma, siguiendo a Karl von Clausewitz, que los principales errores en Vietnam fueron no haber “movilizado la voluntad nacional” ni tener claros los objetivos militares.22

Para ellos, el resultado fue un desprestigio de las fuerzas armadas.23 De ahí que el Coronel H. G. Summers opine: “después de la experiencia de Vietnam ningún presidente es capaz de comprometer al ejército a menos que esté seguro de que la actitud del Congreso y la nación los llevará” a apoyarlo.24

Es difícil saber cuánto influye esta reticencia militar —que se extiende a otros sectores de la burocracia— en las decisiones que se tomen sobre América Central. No hay duda que si el presidente les ordena entrar en combate lo harán, procurando evitar los errores cometidos en Vietnam. Por ejemplo, el ejército presionará para golpear “fuerte y rápido para obtener el máximo beneficio con pérdidas mínimas, y evitar así verse obligados a resolver los problemas internos de El Salvador, que parece estar más cerca de la intervención militar directa que Nicaragua.25

En este cuadro apenas esbozado se observa que la política de Reagan hacia América Central halla resistencias en los grupos de poder tradicionales. La administración republicana, como lo corrobora un documento (abril, 1982) del Consejo Nacional de Seguridad: “[sigue] teniendo graves dificultades con la opinión pública y el Congreso de Estados Unidos”. Dificultades tan graves que, opina el Consejo, amenazan su “capacidad de mantener el curso” de la política hacia América Central.26 En mi opinión, existen en esa reacción —junto a la tradicional, como la del partido demócrata— movimientos poco entendidos aún, que están configurando y modificando gradualmente la disputa sobre América Central y el problema del cambio social en Estados Unidos. En la existencia y rápido crecimiento de esos movimientos —a diferencia de otras intervenciones directas en asuntos latinoamericanos: Guatemala, 1954; Dominicana, 1965; Chile, 1973— pesan ahora en Estados Unidos grupos sociales con grados de conciencia más altos que el común de la población.27 En este fenómeno ha sido importante la influencia de América Latina.




IV

Obsesionados con los efectos de la intervención de Estados Unidos en Hispanoamérica, muchas veces hemos ignorado el complejo tejido social de ese país. De ahí que no tengamos aún conocimiento pleno de la reacción social estadounidense a la intervención de su gobierno en nuestras repúblicas. Para entender esa reacción es útil una comparación histórica. Si se toma como punto de referencia la historia del movimiento contra la Guerra de Vietnam es sorprendente la rapidez con que se ha organizado la oposición a la política centroamericana y los métodos a que están recurriendo para enfrentar a Reagan. También es inesperado el hecho de que la columna vertebral de este movimiento opositor y de solidaridad esté compuesto por fieles de la iglesia cristiana más sectores académicos y grupos diversos.

No es sencillo definir la oposición a Reagan, porque todavía no hay un inventario completo de estas organizaciones. A la fecha existen unas veinte agrupaciones nacionales que, para facilitar el análisis, dividimos en cinco grandes grupos: a) los grupos de solidaridad con Nicaragua, El Salvador y Guatemala; b) las agrupaciones gremiales de académicos, doctores, médicos, artistas, etc.; c) algunos sindicatos; d) los grupos que hacen trabajo de cabildeo nacional o regional con legislatura, prensa, grupos burocráticos, etc., y e) las organizaciones eclesiásticas.

Cada uno de estos grupos tiene historia, principios, métodos y objetivos diferentes. Los unifica su crecimiento geométrico de los últimos tres años, que ha dependido mucho del ritmo de la participación de Estados Unidos en Amé­rica Central.

En las páginas que siguen se reseñarán las principales actividades de los grupos académicos y cristianos y la influencia que América Latina ha tenido sobre ellos. Debo advertir que dado que el fenómeno se ha estudiado poco las ideas presentadas, aunque válidas en lo general, requieren más refinamiento.




V

Quien lea textos sobre América Latina escritos por especialistas norteamericanos encontrará cambios bien notables entre los supuestos y enfoques de los años cincuenta y los escritos a partir del decenio anterior. En los últimos años hay mayor sensibilidad y esfuerzo por entender los puntos de vista de América Latina y mayor simpatía hacia los cambios sociales, manifiestos, por ejemplo, en campañas a favor de los derechos humanos. Los cambios en el liderazgo de Latin American Studies Association (LASA) y en las resoluciones que ha tomado la Asociación en los últimos veinte años es uno de los ejemplos más claros, porque en el cuadro político estadounidense LASA es notablemente progresista. Ello explica por qué altos funcionarios de la administración Reagan, como el ideólogo conservador Constantine Menges, estén obsesionados con LASA.28 Se dirá —y es cierto— que es escaso el valor político de LASA, pero es inne­gable su autoridad moral, en cuanto agrupa a los expertos en América Hispánica.

Son diversas las causas por las que los académicos estadounidenses adoptaron gradualmente tesis progresistas. En primer lugar, aumentaron los estudiosos en temas hispanoamericanos, porque con la Revolución Cubana se dedicaron muchos recursos al estudio de América Latina. La Ley Educativa de Defensa Nacional, aprobada por el Congreso en 1961, es un buen ejemplo de esta preocupación. Ahora bien, el gasto se hizo en un ambiente permeado por la protesta contra la intervención en Vietnam, la rebelión de las minorías y la lucha por los derechos civiles. En consecuencia, muchos de los jóvenes que estudiaron América Latina o sirvieron en los Cuerpos de Paz tuvieron un grado de politización superior a la media. Después de todo, servir en los Cuerpos de Paz o ir a las universidades era una forma de evitar ser llamado a filas. De allí surgió una generación de conocedores sobre América Latina mucho más sofisticada y sensible en la vida política, la burocracia, las universidades, las fundaciones estadounidenses.29 Su presencia explica en parte algunas de las políticas de Carter hacia América Latina en los primeros años de su gobierno.

En esta generación de académicos influyeron también realidades latinoamericanas. En principio, la rigidez de los grupos locales de poder ante las reformas propuestas por los liberales estadounidenses y su poco respeto a los derechos humanos. Surgió de allí el escepticismo ante la política estadounidense que se acentuó con las intervenciones y golpes de estado en Brasil, República Dominicana y Chile. (Ilustran estos hechos lás resoluciones tomadas por LASA.) Influyeron también, de manera notable, las ideas de la Teoría de la Dependencia que surgieron en América Latina en el decenio de los sesenta. Aunque no cabe en la brevedad de estas páginas discutir las mecánicas y caminos que tomó el flujo de ideas latinoamericanas a Estados Unidos, señala su importancia Robert Packenham, uno de los críticos más severos y prestigiosos de las ideas dependentistas, quien observa que en Estados Unidos la literatura de la dependencia “ha sido una de las más influyentes en los análisis de América Latina y del desarrollo sobre el Tercer Mundo de la última década.30Podríamos pensar incluso que los académicos estadounidenses iniciaron, por primera vez en la historia, un diálogo de iguales con su contraparte regional. Este es uno de los orígenes de la gran cantidad de estudios críticos de las políticas de Reagan y de académicos comprometidos con el movimiento opositor. En éste destacan los grupos religiosos.




VI

La lista de pronunciamientos de las principales sectas cristianas, es impresionante. He logrado reunir 54 resoluciones de los jefes de las iglesias Bautista, Cuáquera, Luterana, Discípulos de Cristo, Episcopal, Moravia, Consejo Nacional de Iglesias (organización que agrupa a las principales denominaciones protestantes), Presbiteriana, Católica, Metodista, Universalista Unitaria, Iglesia Unida de Cristo, más la Unión de Congregaciones Hebreas de E.U.31

Varios elementos distinguen estos grupos religiosos de los demócratas y burócratas en su oposición a Reagan. El principal es el énfasis en argumentos morales y teológicos. A manera de ejemplo, van algunos fragmentos de la resolución de la Asamblea General Presbiteriana, una de las iglesias más ricas y tradicionales de Estados Unidos: “en el centro de las tensiones políticas y sociales de la región” hay una “nueva reforma”. En América Central, grupos opositores leen la “Biblia de nueva manera, con una visión fresca, tan radical como la forma sola gratia que impulsó a Lutero y Calvino”; “este nuevo aspecto de liberación, vista por los ojos de pobres y oprimidos, significa nada menos que una experiencia de conversión”.32

Otro aspecto que distingue a estos grupos son los métodos de lucha contra la política de Reagan. Mientras la amedrentada oposición demócrata pone obstáculos formales en el Congreso, los cristianos recurren a prácticas directas. Una de las labores más importantes es concientizar y educar amplios sectores de la sociedad estadounidense. El ejemplo más relevante es la Inter-Religious Task Force on El Salvador and Central America que se fundó en 1980 como respuesta a los asesinatos de los seis líderes salvadoreños del Frente Democrático Revolucionario, de las cuatro religiosas norteamericanas y de Monseñor Arnulfo Romero. En 1984 cuenta ya, con 300 organizaciones locales en todos los estados,33 y además cada denominación religiosa tiene programas educativos propios.34

Un enfoque más directo y espectacular es el movimiento de Santuarios. El 13 de marzo de 1982 (aniversario del asesinato de Monseñor Romero) el Reverendo John M. Fife de la iglesia presbiteriana Southside United (Tucson, Arizona) envió una carta al Procurador General de Estados Unidos en que le informaba que la congregación había decidido “violar públicamente la Ley de Inmigración y Nacionalidad porque habían declarado al edificio como refugio para los refugiados centroamericanos”. Este acto de desobediencia civil (que se castiga con cinco años de cárcel y multa por cada indocumentado albergado) fue producto de la conclusión que se obtuvo con la reflexión colectiva: la práctica del gobierno de Estados Unidos hacia los “refugiados centroamericanos es ilegal e inmoral”.35

En dos años, se han creado más santuarios. Hasta abril de 1984, más de 100 iglesias se han declarado públicamente santuarios, otras lo han hecho en forma privada y más de mil les dan respaldo. Tres obispos católicos han recomendado la creación de santuarios y las iglesias mencionadas arriba han aumentado el apoyo a los centroamericanos que se encuentran en Estados Unidos.

Otro movimiento que está teniendo un efecto notable es el de los Testigos para la Paz, grupo de resistencia pacífica, cuyos objetivos son: formar una barrera de ciudadanos estadounidenses en el norte de Nicaragua para hacer más difíciles los ataques de los contrarrevolucionarios; “resistir pacíficamente las acciones abiertas y encubiertas de Estados Unidos” contra Nicaragua, y “movilizar la opinión pública y ayudar a cambiar la política exterior de Estados Unidos a una que aliente la justicia, la paz y la amistad”. Esta organización creada formalmente el 2 de diciembre de 1983, cada dos semanas lleva a Nicaragua 18 ciudadanos estadounidenses seleccionados con base en varios criterios. Entre otros, que representen al ciudadano medio (así, sólo llevan a personas que nunca han salido de Estados Unidos). Hasta ahora, han ido a Nicaragua 300 personas y en julio de 1984 irá un grupo de 200. Todos los que han regresado afirman en sus comunidades —donde reciben una gran atención por la importancia que se da al testimonio personal en Estados Unidos— que la política de Reagan hacia Nicaragua es errónea e inmoral.36

Hay otras manifestaciones del activismo de sectores de las iglesias estadounidenses: introducción ilegal de centroamericanos a Estados Unidos, campaña de cartas a miembros del Congreso, testimonios y ayuda material a Nicaragua y a las organizaciones opositoras de El Salvador y Guatemala, enorme producción de material didáctico, presentación de sus puntos de vista en los medios de comunicación, bloqueos de edificios desde donde se deporta a centroamericanos, etc. Es importante, ahora, comprender los motivos de estas acciones.
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En las docenas de entrevistas realizadas con miembros de las iglesias estadounidenses opuestos activamente a Reagan, surge constantemente el asesinato de Monseñor Romero y de las religiosas estadounidenses como uno de los factores esenciales que les impulsaron a la acción. Otro aspecto son los viajes constantes que realizan líderes religiosos a América Centrad. En la opinión de Oscar Bolioli, alto funcionario del Consejo Nacional de Iglesias de Estados Unidos, en los últimos años han ido unos tres mil líderes religiosos tan sólo a Nicaragua. En ellos se opera una conversión similar a la de los Testigos para la Paz: regresan dispuestos a oponerse a la política de Reagan.37 Otro factor de importancia es el medio millón de centroamericanos que viven en Estados Unidos, testimonio viviente de los efectos del conflicto, y de la intervención estadounidense, en la población civil.38

Las causas estructurales son más complejas y requieren de una breve referencia a la historia reciente de la iglesia católica. En 1961 Monseñor Agostino Casaroli pronunció un discurso en nombre del Papa Juan XXIII ante el Segundo Congreso Religioso de Estados Unidos en la Universidad de Notre Dame. En él les expresó la preocupación de la cúpula de la iglesia católica por la presencia de tres enemigos del catolicismo en América Latina: las sectas protestantes, la influencia del marxismo, y la práctica del espiritismo. Por ello, y por la falta de personal latinoamericano, pidió a la iglesia católica estadouni­dense que enviara como misioneros a 10 por ciento de sus 225 000 miembros sacerdotes, hermanos y hermanas, a América Latina.39

Aún ahora es difícil saber cuántos religiosos estadounidenses llegaron como misioneros a América Latina. A los católicos habría que agregar los miles de miembros de diversas sectas cristianas. El número fue alto e impredecibles algunas consecuencias de esta cruzada del siglo XX. Muchos reconocen que entre sus motivaciones estaban las políticas de John F. Kennedy contra la Revolución Cubana, el deseo sincero de ayudar a resolver el problema del subdesarrollo en nombre de Cristo y de la democracia, y por el aliento de sus dignatarios.40 Los voluntarios de los Cuerpos de Paz tenían motivos en algunos aspectos similares.

El balance de la labor de misioneros y miembros de los Cuerpos de Paz (en 20 años 100 000 de los últimos han llegado al Tercer Mundo y, sobre todo, a América Latina) es desigual y no es éste el lugar para hacerlo. Lo que interesa señalar es que gran número de ellos perdió rápidamente la inocente creencia inicial de que las transformaciones vendrían rápidamente con buena fe, organización y recursos materiales —creencias enraizadas en el carácter estadounidense. Pronto entendieron, como dice Gerald M. Costello, lo que significa el “espectro de la opresión” y la rigidez y resistencia al cambio de las estructuras locales de poder.41 Uno de ellos sintetizó la experiencia: “nadie que haya visto los efectos trágicos de la migración de campesinos empobrecidos a las ciudades … puede olvidarlo, o ignorar las necesidades que representan”.42

Como en el grupo de los académicos, la realidad de América Latina influyó de manera decisiva en estos sectores estadounidenses. Los grupos cristianos recibieron una influencia de otra forma. Lo que para los académicos fue la Teoría de la Dependencia, fue la Teología de la Liberación para los religiosos. Entre ellos, “frases como comunidades de base, teología de la liberación, concientización, se hicieron de uso común”.43 Es difícil apresar la magnitud de la influencia. Algunos datos, aunque insuíiJentes, dan una idea de la mag-nitud  del impacto. Entre 1973 y 1983 se vendieron en Estados Unidos cerca de setenta mil ejemplares del libro de Gustavo Gutiérrez, Teología de la liberación .44 Además, fue escogido por el semanario protestante Christian Weekly como una de las doce obras teológicas más importantes entre las 15 000 que se publicaron en Estados Unidos durante el decenio de los setenta.45

A lo anterior se liga la constante comunicación de las iglesias centroamericanas con las de Estados Unidos. El diálogo con América Central se realizó también con la corriente progresista, de gran vigor por la enorme obsolescencia de las estructuras políticas y económicas de esa región. Alentó el diálogo internacional la llegada de misioneros a América Latina porque el misionero y las iglesias locales se convirtieron en hilo transmisor de los problemas e ideas locales a sus países de origen (aunque aquí hemos subrayado el caso de Estados Unidos, también llegaron misioneros de Europa, sobre todo de Bélgica, España e Irlanda). El otro lado de la moneda es que la presencia de misioneros en América hispánica interesó a los dignatarios de la iglesia en los problemas que tenían sus enviados. Fomentó también el diálogo la disminución del centralismo católico después del Concilio Vaticano II, la creación de organizaciones regionales como CELAM y el ecumenismo.

Estos antecedentes permiten apreciar mejor el significado de una declaración ante el Congreso de Bryan Hehir, representante de la Conferencia Católica de los Estados Unidos: “los obispos en los Estados Unidos ven los conflictos en El Salvador desde el punto de vista de la iglesia de ese país”. Es decir, la “iglesia salvadoreña y los misioneros e’stadounidenses” llevaron a los dirigentes católicos de Estados Unidos a interpretar el conflicto salvadoreño como la “lucha por la justicia social de la mayoría de la población a la que por demasiado tiempo se le ha negado el fruto de su trabajo”.46

En otro orden de cosas, este nexo internacional explica mejor la importancia del cristianismo en el conflicto centroamericano. Los grupos religiosos no sólo han nutrido a la oposición como Phillip Berryman ha demostrado;47 el apoyo internacional que reciben —la importancia de ese apoyo crece con la evolución del conflicto— los convierte en un sector de real importancia en los acontecimientos de América Central. Es decir, tienen capacidad de negociación dentro de las nuevas fuerzas sociales en Nicaragua, El Salvador y Guatemala.

Volveré al tema más adelante; por ahora, me interesa encontrar la respuesta a una pregunta de enorme importancia: ¿Qué peso tiene esta oposición inter­na en la política conservadora de Estados Unidos?
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Es difícil llegar a conclusiones definitivas sobre la importancia de la oposición a Reagan en Estados Unidos. Por un lado, los conservadores han llegado bien lejos con su política —el caso más espectacular ha sido el minado de los puertos nicaragüenses—; por otro, no hay duda que la oposición a Reagan ha sido uno de sus frenos más importantes. En términos generales, la mayoría de la sociedad estadounidense está confundida, como lo demuestran las encuestas de opinión y lo aceptan miembros del Congreso.48 Sin embargo, como hay mucho de difuso en esta actitud de la mayoría, es más importante analizar los grupos organizados mencionados en páginas anteriores. Me referiré ahora, brevemente, a los grupos que apoyan a Reagan.

Como dije líneas atrás, el grupo más importante entre los opositores de Reagan es el cristiano. Su campaña de cartas a los congresistas ha sido una de las armas más efectivas que explica, en parte, el relativo freno que Reagan ha encontrado en el Congreso.49 En mi opinión, lo realmente trascendente es su esfuerzo por crear conciencia en amplios sectores sociales. Parte del éxito de su programa se debe a las simpatías que ha despertado en los medios de comunicación estadounidense, cuya actitud es más liberal que en el pasado.50 Así por ejemplo, se estima que cada grupo de 18 Testigos para la Paz que regresa de Nicaragua origina treinta a cuarenta noticias contra la política de Reagan en radio, prensa y televisión.51

Pero es evidente que la fuerza de los conservadores y de Reagan no ha disminuido si tenemos en cuenta los éxitos constantes de la Casa Blanca en el Congreso. En ello la fuerza de la Nueva Derecha desempeña un papel crucial. La elección de Reagan fue producto de una vigorosa campaña de organizaciones conservadoras con enorme cantidad de recursos y novedosos métodos.52 Estos grupos están aún activos y muy preocupados por los sectores progresistas en las iglesias estadounidenses. Ya desde el decenio anterior —y por otras causas—, los cristianos conservadores estaban “librando una violenta batalla para derrocar a los liberales como la fuerza dominante entre los 130 millones de protestantes y católicos en Estados Unidos”.53

En realidad, la lucha entre cristianos conservadores y liberales ocurre por otras razones y el conflicto centroamericano, y la atención cada vez mayor que están dedicando a América Central es otro síntoma de la importancia que adquiere el tema en Estados Unidos. Una escaramuza de esta lucha fue el ataque conservador contra el Consejo Nacional de Iglesias por Selecciones del Reader’s Digesi y el programa “60 minutos” de Estados Unidos a principios de 1983. En ellos se acusaba al Consejo de “haber substituido revolución por religión” y de tener una “desviación hacia la izquierda totalitaria” por financiar organizaciones en Nicaragua (Programa Nacional de Alfabetización) y en Estados Unidos (Washington Office on Latin America).54 Este tipo de ataques siguen, a la letra, una de las obsesiones de la derecha que aparecen en el conocido documento elaborado por el Comité de Santa Fe. En él se postula que Estados Unidos debe “contrarrestar [no sólo reaccionar] frente a la teología de la liberación” ya que, en su opinión, las “fuerzas marxistas-leninistas han utilizado la iglesia como un arma política contra la propiedad privada y el capitalismo productivo al infiltrar a la comunidad religiosa con ideas que son más comunistas que cristianas”.55 La actividad de la iglesia conservadora en América Central en favor de la política de Reagan es otro aspecto de la misma lucha.56

En suma, podríamos afirmar que los conservadores en Estados Unidos siguen dominando el debate sobre América Central, pero que los sectores opuestos a Reagan están creciendo aceleradamente y son uno de los obstáculos más importantes a la política futura de Washington en esa zona. Aunque no muy numerosa incluye a sectores de élite (académicos y jerarquía eclesiástica). El vigor de la oposición crecerá, porque el conflicto centroamericano se encona, por una intervención cada vez mayor de Estados Unidos, y porque la oposición a Reagan —en el caso de las iglesias— se basa en argumentos morales y no políticos. El estadounidense es muy receptivo al discurso ético y al testimonio personal, sobre todo si viene de un cristiano políticamente intachable. Además, el pueblo estadounidense sigue siendo religioso. Así, al anticomunismo abstracto de Reagan se enfrenta un cristianismo que puede ser políticamente elemental pero —tail vez por eso— altamente efectivo. Además, está aliado con los sectores académicos que le dan racionalidad y sofisticación a la crítica. En suma, tan estadounidense es el discurso de Reagan como el de sus opositores y es previsible que las posturas tiendan a extremarse.
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Lo dicho en las páginas anteriores nos lleva a varias conclusiones. En primer lugar, cuando hablamos de regionalización del conflicto centroamericano debemos incluir a sectores de la sociedad estadounidense (también deberíamos incluir a grupos sociales de Costa Rica, Honduras y México). En otras pala­bras, el problema trasciende su espacio geográfico natural. Si vemos el proceso desde este ángulo, y con base en la información presentada, opino que América Latina en general, y América Central en particular, están influyendo en la sociedad estadounidense y creando tendencias cuyas consecuencias son todavía imprevisibles. La historia enseña cómo y cuándo empieza una guerra, pero no las consecuencias que genera; algunas veces éstas son contrarias al propósito inicial de alguna de las partes.

Esto nos lleva a otro aspecto inexplorado del fenómeno. Como se afirmó inicialmente, el grueso de los que se oponen a Reagan no se opone al capitalismo económico o a la democracia liberal; siguen siendo antisoviéticos y anticomunistas. Acaso sean ahora más tolerantes con la autodeterminación de las sociedades, pero rechazarían en América Central un sistema que se aliara militarmente con la URSS o se alejara del pluralismo económico y político y de la libertad religiosa (es bien aleccionadora la desilusión de algunos sectores liberales estadounidenses con Nicaragua).

Esta actitud puede afectar los programas revolucionarios centroamericanos, aunque no podemos saber en qué medida, porque, para ello, deberíamos hablar antes de la historia de cada país y del origen de los nuevos movimientos populares. Nadie negaría, sin embargo, que en esos movimientos se manifiesta una amplia gama de posiciones ideológicas, entre otras, la cristiana. Tampoco se puede negar que estos grupos han tenido peso real en la orientación que han adquirido los movimientos revolucionarios centroamericanos porque tienen su propio sustento.

Por otro lado, existen fuerzas externas que apoyan (y por tanto influyen) sobre los movimientos centroamericanos. Con base en los argumentos presentados, podríamos proponer que los sectores opuestos a Reagan en Estados Unidos tienen el potencial para influir en los revolucionarios centroamericanos. Para ilustrar tentativamente este punto, la propuesta del Gobierno de Amplia Participación hecha pública por el FDR-FMLN en enero de 1984 es muy importante. En lo internacional, por ejemplo, reconoce la necesidad de llegar a acuerdos para salvaguardar el interés nacional no aceptando “la instalación de bases militares extranjeras ni misiles en su territorio”.57 Esta posición responde indirectamente a la constante acusación conservadora de que el FDRFMLN caerá en la órbita soviética, y subraya su carácter nacionalista y su deseo de no alinearse. Como estas ideas se sitúan en el núcleo del debate sobre América Central en Estados Unidos, cabría preguntarse hasta qué punto los salvadoreños tomaron esto en cuenta para llegar a esta posición programática.

Lo indudable es que existe un nudo inextricable entre fuerzas internas y externas. La importancia de ambas ha variado con el tiempo. Aunque en último término los agentes internos tengan preminencia, no puede negarse que algunos agentes internacionales son muy importantes. En los dos últimos años la política de Estados Unidos se ha convertido en el factor tal vez más determinante. Por ello, el enfrentamiento de Managua con los contrarrevolucionarios y del FMLN con el ejército salvadoreño (excluyo la situación guatemalteca porque sus circunstancias son diversas aunque las tendencias sean similares) no son ya meros problemas de fuerzas militares locales. Como en la intervención estadounidense en Vietnam, el centro de gravedad estratégica se ha ido desplazando del campo de batalla a la relación del gobierno de Estados Unidos con el gobierno de El Salvador y con los contrarrevolucionarios. Esta realidad eleva enormemente la importancia de las fuerzas políticas en Estados Unidos, sobre todo porque los acontecimientos en El Salvador llevarán a Reagan en un futuro todavía impreciso —como afirma Robert W. Tucker— a “aceptar la derrota o a intervenir con fuerzas de combate”.58 Y en Estados Unidos, el acontecimiento más importante de los últimos años ha sido la aparición de diversos grupos sociales que han llevado la batalla por América Central a Estados Unidos. Sin exagerar su importancia —cuya magnitud aún se nos escapa— es indispensable comprender y seguir de cerca ese fenómeno, porque parecería, a veces, que la suerte de la revolución centroamericana pasa en varios sentidos por Estados Unidos.
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EL GRUPO CONTADORA EN LA CRISIS CENTROAMERICANA*

CLAUDE HELLER


Introducción

En 1983, EL GRUPO CONTADORA se convirtió en mención obligada en todo análisis de la crisis centroamericana. Sin embargo, es de advertir que el esfuerzo conjunto de Colombia, México, Panamá y Venezuela fue posible gracias a importantes antecedentes en sus respectivas políticas exteriores y que, al mismo tiempo, fue una respuesta a otros enfoques presentes en las relaciones interamericanas.

Desde 1979, México, en un marco de reactivación general de su política internacional, procedió a la revisión de sus relaciones con Centroamérica, dados los acontecimientos ocurridos en varios países del área. Al mismo tiempo se tomaba conciencia de que el tema centroamericano se convertía en capítulo esencial de la agenda bilateral México-Estados Unidos, en virtud del peso de Washington en la región.

De 1979 a 1982, la política mexicana hacia Centroamérica giró en torno a tres ejes fundamentales que constituyeron el punto de partida de sus diver­sas iniciativas. En primer lugar, se afirmó la tesis de que la crisis regional era producto de las condiciones socioeconómicas y políticas internas y no la expresión local del conflicto Este-Oeste. Desde el triunfo de la revolución sandinista en Nicaragua, México sostuvo que la situación en el área era producto de la legítima lucha de los pueblos para transformar anacrónicas estructuras de poder y de orden social injusto. Si bien reconoció que las proyecciones internacionales de la situación nicaragüense podían interesar legítimamente a los Estados vecinos y aun a otros Estados en la región, señaló que ello era secundario respecto a la consideración primordial de que se estaba frente al conflicto interno de un pueblo y no frente a un asunto internacional: el pueblo de Nicaragua —como el pueblo mexicano setenta años antes—1 había ejercido el sagrado derecho a la rebelión contra la tiranía. México ha insistido desde entonces en las raíces socioeconómicas y políticas de la crisis centroamericana y ha señalado los riesgos de que se conciba como mera expresión del conflicto Este-Oeste.

En segundo lugar, y como elemento central de todas sus iniciativas, México propuso la solución política y negociada de los conflictos. Planteada en la declaración franco-mexicana sobre El Salvador de agosto de 1981, fue posteriormente retomada en las propuestas de Managua formuladas en febrero de 1982 por el Presidente de México, quien se refirió a los “tres nudos del conflicto en la zona: Nicaragua, El Salvador y, si se quieren ver las cosas de frente, la relación entre Cuba y los Estados Unidos”.2

El mismo principio se encuentra en la iniciativa de México y Venezuela de septiembre de 1982 en la que ofrecieron sus buenos oficios para explorar los caminos que permitieran detener la escalada del conflicto en Centroamérica, en particular a lo largo de la frontera entre Honduras y Nicaragua.

En tercer lugar, México definió una política de cooperación económica con los países de la región, libre de condiciones políticas. El mejor ejemplo de ello fue el Acuerdo de San José con Venezuela —firmado en 1980— para suministrar petróleo bajo condiciones financieras excepcionales. Como se recordará, en 1981 cobró fuerza la idea de un “Miniplan Marshall” para Centroamérica y el Caribe que redundó en una iniciativa diplomática en la que Estados Unidos intentó asociar junto con Canadá a las consideradas “potencias regionales”, México y Venezuela. En el llamado “Grupo de Nassau”, el gobierno de México expresó que todo plan debería concebirse en términos de una auténtica ayuda económica a toda la región y no como un instrumento político de lucha contra una ideología; el plan no debía ser complemento de la ayuda militar otorgada a algunos gobiernos y, finalmente, todos los países de la región recibirían el beneficio del mismo sin ninguna exclusión automática. Ello, sin duda, expresó sin ambigüedad alguna la política de México en materia de cooperación económica regional.

En 1982, hubo una serie de iniciativas diplomáticas que es importante recordar. A las propuestas del Presidente de México en Managua (febrero de ese año), siguió la presentación de Honduras de un plan de seis puntos ante el Consejo Permanente de la OEA, sobre cuestiones militares y de seguridad (desarme regional, reducción de asesores extranjeros, supervisión y vigilancia de los compromisos contraídos, eliminación de tráfico de armas y establecimiento de un diálogo permanente de carácter multilateral tendiente a propiciar entendimientos políticos para afianzar sistemas democráticos y pluralistas).

Pero el hecho más significativo fue el acercamiento entre México y Venezuela, después del enfrentamiento provocado por sus divergencias en torno al caso salvadoreño, a raíz de la declaración franco-mexicana. La iniciativa de septiembre de 1982 sobre la situación Honduras-Nicaragua fue signo de una voluntad política latinoamericana por conjugar esfuerzos en favor de la solución pacífica de las controversias.

En octubre se convocó en San José una “Reunión de Cancilleres interesados en el fomento de la democracia en Centroamérica y el Caribe”. En ella participaron sólo Costa Rica, El Salvador y Honduras (se excluyeron los considerados no democráticos: Guatemala y Nicaragua). Estuvieron presentes también Estados Unidos, Belice, Colombia, Jamaica, Panamá y República Dominicana, los dos últimos como observadores. Según el planteamiento esencial, era tarea de los gobiernos “legitimados por la voluntad popular” defender, fomentar y desarrollar el sistema democrático y había llegado el momento de definir las condiciones que permitiesen restablecer una paz perdurable en Centroamérica. En el acta final de la reunión se establecieron objetivos de democratización política y de seguridad de corte similar a las presentadas por Honduras ante la OEA. Finalmente, se decidió crear un organismo de asesoría electoral y constituir el llamado “Foro pro paz y democracia”, para realizar dichos objetivos. Este Foro “podría ampliarse mediante la incorporación o la colaboración de otros Estados democráticos”, alusión ésta a México y Venezuela, países que además de haber presentado días antes una iniciativa relativa al conflicto Honduras-Nicaragua, no aceptaron participar en la reunión de San José.

Como vemos, desde 1982, las diversas iniciativas reflejaban no sólo percepciones distintas de la crisis centroamericana, sino que establecían condiciones diferentes para su pacificación. En el terreno de los hechos, continuaron las tensiones entre Nicaragua y Costa Rica, Nicaragua y Honduras; persistieron los incidentes en ambas fronteras provocados por las fuerzas irregulares nicaragüenses, se intensificó el conflicto salvadoreño y se agravaron los problemas sociales que provocaron importantes flujos de refugiados.

Estos son a grandes rasgos los principales elementos de la situación regional con base en los cuales Colombia, México, Panamá y Venezuela decidieron emprender una nueva iniciativa diplomática. El nuevo impulso diplomático fue resultado del cambio de poderes en Colombia y en México. En el primer caso, con el ascenso al poder de Belisario Betancur se reorientó la política exterior colombiana. En el segundo, con la renovación sexenal se ratificó y se profundizó en la política tradicional de principios que otorga a América Latina un carácter prioritario como ámbito natural de acción. Esto ocurría cuando los mecanismos tradicionales del sistema interamericano se habían debilitado por la guerra de las Malvinas y sus repercusiones en las relaciones hemisféricas.




Las gestiones de paz del Grupo Contadora

El 8 y 9 de enero de 1983, se reunieron en isla Contadora los ministros de relaciones exteriores de Colombia, México, Panamá y Venezuela. Si bien en la reunión se consideraron diferentes cuestiones que interesaban a América Latina, la situación centroamericana fue el tema central. En el comunicado conjunto que resultó de la reunión,3 los cuatro ministros señalaron que los conflictos en la zona no deberían ser parte de la confrontación Este-Oeste, y concidieron en la necesidad de eliminar “los factores externos que los agudizan”. También instaron a los países directamente implicados a que resolvieran sus diferencias por medio del diálogo y la negociación. Pero sin duda lo más novedoso fue —a partir del recuento de las diversas iniciativas de paz y su efecto limitado— el análisis de “posibles nuevas acciones” compatibles con los principios de no intervención y autodeterminación de los pueblos. Los cuatro países reiteraron su decisión de seguir contribuyendo al fortalecimiento económico de los países centroamericanos con iniciativas como el Acuerdo de San José auspiciado por México y Venezuela. Nacía así el esfuerzo de concertación de Colombia, México, Panamá y Venezuela.

El pronunciamiento de los cuatro países latinoamericanos obtuvo el respaldo inmediato del Buró de Coordinación de los Países No Alineados reunidos en Managua en enero. Posteriormente, la Séptima Cumbre, que se celebró en Nueva Delhi en el mes de mayo, se manifestó en un sentido similar. Sin embargo, la situación centroamericana se agravó en el primer trimestre de 1983. Nicaragua solicitó una reunión urgente del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas mientras Honduras y otros países del área se pronunciaron en favor de que la Organización de Estados Americanos se ocupara del asunto. Ante el inminente estallido de un conflicto bélico, el Presidente de Colombia realizó una gira relámpago a Venezuela, Panamá y México para entrevistarse con los presidentes de los tres países.

Los días 12 y 13 de abril —por mandato de sus respectivos Presidentes— los cuatro ministros de relaciones exteriores visitaron Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras y Nicaragua para entrevistarse con los más altos dirigentes de dichos países. Por primera vez, el Grupo Contadora estableció contacto formal con los gobiernos centroamericanos, lo que le permitió recoger diferentes perspectivas de la crisis y las preocupaciones de cada uno de ellos. Posteriormente, y como resultado de esa gestión, la reunión conjunta de los ministros de relaciones exteriores del Grupo Contadora, celebrada los días 20 y 21 del mismo mes, permitió, por vez primera, la definición preliminar de una lista de asuntos que deberían tratarse en una negociación.

Los asuntos relacionados con la seguridad merecían una atención especial; de ahí que se mencionaran la carrera armamentista, el control de armamentos y su reducción, el tráfico de armas, los asesores militares y otras formas de asistencia militar foránea, las acciones destinadas a desestabilizar el orden interno de otros Estados, las amenazas y las agresiones verbales, y los incidentes bélicos y las tensiones fronterizas, pero también se habló de la conclusión de los derechos humanos, de las garantías individuales y sociales, y de los graves problemas de orden económico y social “que están en la base de la crisis que afecta a la región”.4 No faltaron problemas al adoptar lo que sería posterior­mente la agenda del Grupo Contadora; era evidente que algunos temas tenían implicaciones bilaterales, pero otros podían tener un tratamiento regional. Las diferencias sobre la prioridad de los asuntos y las diferencias de puntos de vista (Nicaragua defendía la necesidad de acuerdos bilaterales con Honduras, los otros cuatro países insistieron en la necesidad de una solución global y de corte regional) se discutirían luego prolongadamente. El encuentro de abril fue el primer éxito de Contadora: haber establecido el diálogo con los cinco cancilleres centroamericanos e iniciado la discusión preliminar sobre una agenda común. Se estableció también el compromiso de celebrar una nueva reunión en el mes de mayo.

Mayo fue etapa crucial en las gestiones de Contadora porque tanto Costa Rica como Nicaragua acudieron a la Organización de Estados Americanos y a la Organización de las Naciones Unidas, respectivamente. El gobierno costarricense pidió que se constituyera una fuerza de paz con capacidad de ejercer vigilancia efectiva en la frontera con Nicaragua, y posteriormente solicitó que ésta se integrara con tropas de los países del Grupo Contadora. Por su parte, el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas seguía examinando las denuncias de Nicaragua. La gravedad de la situación, así como la existencia de iniciativas tanto en el foro mundial como en el regional, llevó al Grupo Conta­dora en su reunión del 11 al 12 de mayo a precisar su papel frente al conflicto centroamericano. En esa ocasión se recordó que el propósito de su constitución era “cumplir una función diplomática, orientada a buscar por la vía política la solución de los conflictos, contando para ello con la colaboración de las partes involucradas”, y que su labor se centraba en “la concertación política para propiciar el diálogo, el entendimiento y, en general, la instrumentación de mecanismos políticos que, con el concurso de los Estados interesados, puedan asegurar el cumplimiento cabal de sus objetivos”.5 En su respuesta a la solicitud costarricense, el Grupo decidió enviar una comisión observadora que visitó la frontera y presentó un informe sobre la situación en la misma.

Pero, sin duda, el hecho más importante fue la adopción de la Resolución 530 del Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas. El debate en el Consejo de Seguridad sobre la situación centroamericana se inició a solicitud de Nicaragua en una carta dirigida al Presidente del Consejo el 22 de marzo de 1983, en la que pedía una reunión urgente para analizar las repetidas agresiones que había sufrido. En el mes de mayo el Consejo volvió a reunirse (además de los países implicados directamente y de los miembros del Consejo, participaron en el debate países europeos, no alineados y del bloque socialista). Varios países centroamericanos, y Estados Unidos, sostuvieron que la petición nicaragüense debía ser tratada en la Organización de Estados Americanos. Nicaragua, con base de los artículos 34 y 35 de la Carta de la ONU, sostuvo que las agresiones de las que era víctima ponían en peligro la paz y la seguridad internacionales, razón por la cual el Consejo tenía competencia en la materia.

A pesar de la controversia siempre presente en las relaciones interamericanas acerca del conflicto de competencias ONU-OEA, se adoptó el 19 de mayo por unanimidad un texto que avaló las negociaciones de paz del Grupo Contadora. Este apoyo significó una innovación diplomática, porque confió a los países latinoamericanos la negociación del conflicto. Fue evidente también que la participación del Consejo no cancelaba las instancias regionales ni los esfuerzos de mediación de los países del área, como habían llegado a sostener miembros del propio Grupo. Por el contrario, la resolución del Consejo fortaleció la labor de Contadora y estableció un marco de referencia que justificaba futuras acciones en la búsqueda de la pacificación regional. En la resolución se reafirmó el derecho de Nicaragua y de todos los países de la zona a vivir en paz y seguridad, “libres de injerencia externa”, se encomió los esfuerzos del Grupo Contadora, se hizo un llamado urgente a los Estados interesados para que cooperaran plenamente con el Grupo, y se les instó a no escatimar esfuerzos para encontrar soluciones al problema de la zona. Se pidió al Grupo Contadora que mantuviera informado al Consejo de Seguridad de los resultados de esos esfuerzos. Finalmente, se pidió al Secretario General que informara al Consejo de Seguridad de la evolución de la situación. México tuvo una participación activa tanto en el debate como en las negociaciones informales que permitieron la elaboración de un proyecto de resolución capaz de superar un veto en el Consejo. Desde el mes de mayo, se afirmaba el Grupo Contadora como el foro más adecuado para el tratamiento de la crisis centroamericana.

El 28, 29 y 30 de mayo tuvo lugar la segunda reunión conjunta de los ministros de relaciones exteriores de Contadora con los cancilleres centroamericanos. Se examinó entonces la situación regional, y se acordó la agenda dividida en cuatro grandes áreas: el marco conceptual, los problemas políticos y de seguridad, los objetivos económicos y sociales, y los mecanismos para la ejecución y control de los acuerdos logrados. Se precisaron los temas específicos para cada uno de estos capítulos, y en el curso de la reunión los cancilleres centroamericanos presentaron diversas propuestas, por lo que se juzgó conveniente crear un grupo técnico integrado por representantes de los nueve países. Dicho grupo formado por los viceministros de relaciones exteriores revelaría posteriormente su utilidad como foro de discusión y análisis para preparar las reuniones de cancilleres. Con la aprobación de la agenda, concluyó la primera parte de las gestiones del Grupo Contadora.

Definidos los temas y su agrupación, parecía iniciarse una segunda etapa de negociación, pero en el mes de junio no se celebró ninguna reunión de cancilleres. El Grupo Técnico de Viceministros se reunió sin poder efectuar adelantos concretos.

Ante el bloqueo de toda negociación y el agravarse la situación centroamericana, se reunieron en Cancún el 17 de julio los presidentes de Colombia, México, Panamá y Venezuela, quienes firmaron una declaración de suma importancia para Contadora, ya que por primera vez se acordó un conjunto de diez compromisos políticos que debían alcanzarse para garantizar la convivencia regional:


	Compromiso para poner término a toda situación de beligerancia prevaleciente.

	Compromiso para la congelación en el nivel de armamentos ofensivos existentes.

	Compromiso para la iniciación de negociaciones sobre acuerdos de control y reducción en el inventario actual de armamentos con la constitución de mecanismos adecuados de supervisión.

	Compromiso de proscribir la existencia de instalaciones militares de otros países en su territorio.

	Compromisos de dar aviso previo de movimientos de tropas cercanos a la frontera, cuando estos contingentes rebasen la cuantía definida en el acuerdo.

	Compromiso para efectuar, según el caso, patrullajes fronterizos conjuntos o supervisiones internacionales de fronteras por grupos de observadores seleccionados de común acuerdo por los interesados.

	Compromiso de constituir comisiones mixtas de seguridad con el objeto de prevenir y, en su caso, resolver incidentes fronterizos.

	Compromiso de establecer mecanismos internos de control para impedir el tráfico de armas desde el territorio de cualquier país de la región hacia territorio de otro.

	Compromiso de promover un clima de distensión y de confianza en el área, evitando declaraciones y otras acciones que pongan en peligro el indispensable clima de confianza política que se requiere.

	Compromiso de coordinar sistemas de comunicación directa entre los gobiernos a fin de prever conflictos armados y de generar una atmósfera de confianza política recíproca.



La Declaración de Cancún también mencionó la necesidad de fortalecer las instituciones democráticas; garantizar la observancia de los derechos humanos y promover el desarrollo económico y social. Los presidentes confiaron a sus ministros de relaciones exteriores la elaboración de propuestas específicas que debían presentarse a la consideración de los países centroamericanos en una reunión conjunta de cancilleres.

La voluntad política de los gobiernos centroamericanos —decía esencialmente el mensaje político de la Declaración— era condición indispensable para que el proceso iniciado meses antes llegara a acuerdos concretos. A esa responsabilidad primordial de los países directamente implicados, se agregó la necesidad de que otros Estados “con intereses y vínculos en la región” utilizaran su influencia política para fortalecer el camino de la negociación. Como complemento de este llamado, los presidentes decidieron dirigirse a los gobiernos centroamericanos y a los de Cuba y Estados Unidos.

Por vez primera, el Grupo Contadora dejaba en claro que sus esfuerzos diplomáticos no perseguían la exclusión de país alguno y de que la participación norteamericana y cubana era indispensable para una solución regional realista. Pero la respuesta no fue muy alentadora, ya que no se alteraron las diferencias de enfoque entre el gobierno de Reagan y el Grupo Contadora, sino que aumentó la militarización de la región al anunciarse el envío de la flota norteamericana frente a la costa nicaragüense. En su carta del 21 de julio de 1983 dirigida a los presidentes de Colombia, México, Panamá y Venezuela, Reagan mencionó cuatro principios básicos para la solución de la crisis centroamericana: 1) La instauración de regímenes democráticos como único medio para la reconciliación de las sociedades centroamericanas; 2) respeto a la no intervención “incluyendo la prohibición de apoyar a elementos subversivos que buscan desestabilizar a otros países”; 3) el retiro supervisado de todos los asesores militares y de seguridad, y un congelamiento de la adquisición de armas ofensivas; 4) la colaboración económica para lograr un nivel de crecimiento que garantice las necesidades básicas de sus pueblos. Pero desde una perspectiva política, el gobierno norteamericano expresó sus reticencias hacia Conta­dora al señalar que la OEA, como foro regional del hemisferio, era el mecanismo apropiado “para asegurar que quienes hacen compromisos, cumplan con ellos”. Por su parte, Fidel Castro comunicó en su respuesta a los presidentes de Colombia, México, Panamá y Venezuela, el pleno apoyo de Cuba a la gestión del Grupo Contadora, y destacó la disposición de Nicaragua por negociar los temas contenidos en la agenda de Contadora. Comprometió también el respaldo cubano a “toda solución que resulte aceptable para Nicaragua, para las fuerzas revolucionarias de El Salvador, para aquellas que en Centroamérica se esfuerzan por transitar el camino definitivo hacia la independencia nacional y las transformaciones democráticas…”

Pero sin duda, las respuestas más importantes provinieron de los países directamente comprometidos. En el cuarto aniversario de la revolución sandinista, el comandante Ortega anunció una nueva propuesta de seis puntos:


	Compromiso para poner término a toda situación de beligerancia prevaleciente, a través de la firma inmediata de un acuerdo de no agresión entre Honduras y Nicaragua.

	Cese absoluto de suministros de armas por parte de cualquier país a las fuerzas en conflicto con El Salvador, para que ese pueblo pueda resolver sus problemas sin injerencia externa.

	Cese absoluto de toda ayuda bajo la forma de suministros de armas, entrenamiento, utilización del territorio para lanzar agresiones o cualquier otra forma de agresión a las fuerzas adversas a cualquier gobierno centroamericano.

	Compromiso que asegure el respeto absoluto a la autodeterminación de los pueblos centroamericanos y la no interferencia en los asuntos inter­nos de cada país.

	Cese de las agresiones y de la discriminación económica hacia cualquier país de América Central.

	No instalación de bases militares extranjeras en territorio de Centroamérica, así como la suspensión de maniobras militares en la zona con la participación de ejércitos extranjeros.


El gobierno nicaragüense también insistió en la participación de las Naciones Unidas, al señalar que en caso de que fuera aprobada su propuesta, el Consejo de Seguridad debería supervisar y garantizar el cumplimiento de los acuerdos. Pero el cambio más notable en la posición del gobierno de Nicaragua fue aceptar el-carácter multilateral del proceso de negociaciones propiciadas por el Grupo Contadora “pese a la absoluta convicción de que la situación exige soluciones bilaterales”.6 Con ello se levantaba el obstáculo de procedimiento que impedía un tratamiento conjunto de los temas de la agenda, si bien quedaba abierto el tema de la naturaleza de los instrumentos jurídicos que podrían en su momento ser suscritos.

Los gobiernos de Costa Rica, El Salvador, Guatemala y Honduras celebraron el 20 de julio una reunión ministerial en la Ciudad de Guatemala para definir una estrategia común a raíz de la Declaración de Cancún, y en vistas a la reunión conjunta con sus colegas del Grupo Contadora que se celebraría del 28 al 30 de julio. Los ministros centroamericanos reiteraron su convicción de que correspondía a sus países “resolver sus propios problemas” aunque ello no dejaba fuera la posibilidad de que la cooperación internacional pudiera contribuir a su solución. Acordaron que en la reunión de Contadora en la que se discutirían las áreas ya definidas (base conceptual; problemas políticos y de seguridad; cuestiones económicas y sociales; ejecución y control de los acuerdos), deberían considerarse como fundamentales los siguientes objetivos.


	Frenar la carrera armamentista y reducir los armamentos, así como disminuir o retirar a los asesores extranjeros.

	Establecer mecanismos internacionales eficaces de control del tráfico de armas intrarregional y proveniente de fuera de la región.

	Restructurar y fortalecer las relaciones comerciales y económicas en todos los países de la región.

	Crear, promover y fortalecer las instituciones democráticas, pluralistas, representativas y participativas surgidas de la soberanía popular mediante el libre ejercicio del sufragio.

	Suprimir el apoyo logístico y de cualquier otra naturaleza destinado a promover, facilitar y apoyar el terrorismo y la subversión.

	Promover medios o instrumentos adecuados que permitan la reconciliación interna de los países, por medio de la participación de todos los sectores políticos en actos y procesos electorales orientados a la instauración de sistemas democráticos.

	Adoptar medidas inmediatas para la promoción y protección de los derechos humanos, y para la solución del problema de los refugiados que agobia a algunos países de la región.

	Establecer mecanismos de control y supervisión internacionales para verificar los acuerdos que se adopten que comprendan además sectores fronterizos, puertos, aeropuertos y zonas estratégicas.



En la reunión de fines de julio, los cuatro gobiernos centroamericanos detallaron sus propuestas en un documento denominado “Bases para la paz en Centroamérica”. Se precisó en él la posición de Costa Rica, El Salvador, Guatemala y Honduras en asuntos de seguridad, y se insistió en la necesidad de emprender “acciones de reconciliación nacional”, que se equiparaban automáticamente con la celebración de elecciones. Se confirmaba, de manera tajante, la perspectiva multilateral de toda negociación al señalarse que eran insuficientes las soluciones parciales y era necesario un conjunto de principios globales y racionales para reducir problemas entre Estados vecinos. El aspecto más novedoso fue sin duda la propuesta para crear un organismo superior integrado por los cancilleres del área, cuyas funciones serían, entre otras, las de “coordinar y velar por el cumplimiento de los acuerdos contraídos”.

Nicaragua presentó el documento “Propuesta de declaración política sobre principios, compromisos y control para generar condiciones pacíficas en el área centroamericana”, que repetía a la letra los puntos propuestos por el comandante Ortega en su discurso del 19 de julio. Las funciones de supervisión y control de los acuerdos eran confiadas, una vez más, al Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas. Nicaragua se mostró dispuesto a suscribir acuerdos bilaterales, solución que contemplaba la Declaración de Cancún.

El aspecto político más relevante residía en que, a pesar de las divergencias de enfoque y de tratamiento de los diversos asuntos, existían dos propuestas surgidas de los cinco gobiernos directamente involucrados. La labor del Grupo Contadora consistió, a través de su grupo técnico integrado por los viceministros de relaciones exteriores, en procurar un texto único que sirviera como base para el proceso de negociación.

En la cuarta reunión de cancilleres del Grupo Contadora y los cinco países centroamericanos (Panamá del 7 al 9 de septiembre) se lograron importantes avances ya que se aprobó un texto único intitulado Documento de objetivos, en el que se aproximan y concillan, sobre las bases de la Declaración de Cancún, las propuestas centroamericanas anteriormente mencionadas. Aunque no reproduce exactamente los planteamientos de cada país, identifica las coincidencias esenciales que permitirían la convivencia armoniosa entre los países del área. Reiterados los principios básicos de derecho internacional, el Documento se inicia con el diagnóstico de la crisis centroamericana y enumera veinte compromisos específicos que resumen las cuestiones que preocupan a los gobiernos centroamericanos y que son parte de la agenda previamente aprobada por ellos y el Grupo Contadora.7

El Documento de objetivos incluyó también el compromiso de iniciar negociaciones con el propósito de preparar la celebración de los acuerdos y adoptar los mecanismos jurídicos necesarios para formalizar y desarrollar los objetivos mencionados y asegurar el establecimiento de sistemas adecuados de verificación y control.

La ratificación del Documento de objetivos por los gobiernos centroamericanos significaba que las negociaciones podrían iniciarse sobre bases más sólidas. Sin embargo, tal ratificación implicaba un acuerdo sobre la naturaleza de los instrumentos jurídicos. En octubre de 1983, el gobierno de Nicaragua formuló una propuesta oficial, “Bases Jurídicas para Garantizar la Paz y la Seguridad internacionales de los Estados de América Centrar’. Esa propuesta constó de cuatro proyectos de tratados, dos de orden bilateral (relaciones de Nicaragua con Estados Unidos y con Honduras); el tercer proyecto se refería al conflicto armado en El Salvador y el cuarto, a un Tratado General sobre el mantenimiento de la paz y la seguridad entre las repúblicas de América Central. La propuesta, planteada dentro del proceso de Contadora, tenía elementos importantes para el conflicto centroamericano que no eran parte formal de la agenda: las relaciones bilaterales de Managua con Washington y la evolución del conflicto interno salvadoreño. La propuesta nicaragüense, entregada tanto al Grupo Contadora como al Departamento de Estado, no provocó una respuesta clara de los gobiernos destinatarios. Al mismo tiempo se discutió la situación de Centroamérica en la Asamblea General de las Naciones Unidas a iniciativa de Nicaragua, lo que provocó nueva disputa sobre la oportunidad de que dicho foro se pronunciara sobre el tema con el riesgo de “entorpecer” u obstaculizar las gestiones de Contadora. Hubo intensas negociaciones al cabo de las cuales se aprobó por consenso la Resolución 38/10, que, por un lado condenaba los actos de agresión en contra de la soberanía, la independencia y la integridad territorial de los Estados (los ataques lanzados desde el exterior y dirigidos contra instalaciones estratégicas de Nicaragua), por otro, veía con satisfacción que los centroamericanos estaban dispuestos adoptar medidas para perfeccionar sus sistemas democráticos. Nuevamente el Grupo Contadora recibió el respaldo unánime de la comunidad internacional. Posteriormente, la Asamblea General de la OEA aprobó por consenso una resolución de corte similar.

A mediados de noviembre, Nicaragua presentó propuestas complementa- rías de los cuatro proyectos de Tratado. La Junta de Gobierno de Reconstrucción Nacional comunicó que se prepararía un calendario para futuras elecciones y tomaría medidas para fortalecer la unidad nacional. Propuso además cuatro nuevos documentos relacionados con un Acta de Compromiso sobre asuntos militares (presencia externa), una Declaración Política sobre asuntos de carácter interno y de proyección internacional (derechos humanos, refugiados, etc.); un proyecto de acuerdo para alentar el desarrollo económico y social de Centroamérica en relación con la integración en la región y a la cooperación externa; un documento de “Bases Jurídicas” para garantizar la paz y la seguridad internacionales de los Estados de América Central que abarcaría los principios básicos de derecho internacional. De esta manera, opinaba el gobierno nicaragüense, se cubrirían los diversos aspectos incluidos en el Documento de objetivos.

A pesar de los logros en el terreno diplomático, diversos acontecimientos agravaron las tensiones. En primer lugar, no puede desconocerse el efecto psicológico provocado por la invasión de Granada y las maniobras militares conjuntas de gran envergadura. En segundo lugar, la creciente militarización de la zona con el nuevo impulso de la carrera armamentista, la multiplicación de incidentes fronterizos y de acciones de desestabilización, la guerra verbal y la reactivación de pactos militares pareció anunciar un conflicto general.

Ante esos hechos, el Grupo Contadora impulsó la negociación de una propuesta de “Normas para la ejecución de los compromisos asumidos en el Documento de objetivos” —que se refería a las áreas de seguridad regional, de política y de acción conjunta con el ámbito económico y social—, que se presentó a los gobiernos centroamericanos. El 7 y 8 de enero de 1984, a un año de iniciado el esfuerzo de pacificación, se decidió en una reunión de los nueve cancilleres, aprobar el documento incluyendo medidas de ejecución inmediata. Para ello se crearon, bajo la coordinación del Grupo Técnico de Viceministros, tres grupos de trabajo encargados de preparar estudios, proyectos jurídicos y recomendaciones sobre las tres áreas mencionadas y propuestas para la verificación y control de los acuerdos que fueran negociados. Con ello se inició la que debería ser la etapa sustantiva de los objetivos que se plantearon Colombia, México, Panamá y Venezuela: la solución pacífica y negociada de los conflictos como base de una paz duradera y estable en Centroamérica.




Un primer balance

En 1983, el Grupo Contadora logró reunir a los gobiernos centroamericanos, definir una agenda que recoge sus preocupaciones e iniciar la consideración de procedimientos y posibles medios de solución de cuestiones específicas. Nadie duda que después del largo proceso que llevó a la aprobación del Documentode objetivos , existen elementos suficientes que permiten alcanzar acuerdos sobre cada uno de los asuntos que son motivo de controversia.

La labor de Contadora, como se desprende del Documento de objetivos , tiene por objeto crear un clima de confianza que permita el compromiso político y la cooperación económica y social. Su proyecto es la construcción de un orden regional plural basado en el respeto irrestricto de los principios básicos de derecho internacional.

Hasta fines de 1983 se reconoció como el mayor mérito de Contadora haber evitado el estallido de un conflicto armado que pudo extenderse por toda la región. Sin embargo, su éxito, más allá de su labor como “muro de contención” depende de la voluntad política de los Estados implicados directamente, y de los vínculos externos que mantienen con gobiernos que ven los conflictos regionales, particularmente de Nicaragua y El Salvador, como una amenaza para sus intereses estratégicos. Contadora es ante todo un proceso político —no un foro institucional—, en el que se conjugan tanto variables de política internacional como factores internos propios de cada país. Es de notar que en 1983 ocurrieron diversos cambios políticos tanto en los países centroamericanos como en los que forman el Grupo Contadora. En los primeros ocurrió un golpe de Estado en Guatemala con el consecuente cambio de gobierno, y renunció el Ministro de Relaciones Exteriores de Costa Rica por divergencias en la conducción de la política exterior de su país. En los segundos, tuvo lugar un cambio de Ministro de Relaciones Exteriores en Panamá y las elecciones generales en Venezuela fueron ganadas por el partido de oposición, Acción Democrática.

Contadora no ignora que la solución de la crisis centroamericana sólo será posible con la participación constructiva, por la vía diplomática, de los Estados que ejercen de una u otra manera una influencia en la zona. Como ya se dijo, ese fue el sentido de la gestión de los presidentes de Colombia, México, Panamá y Venezuela ante el Presidente Reagan y el Comandante Fidel Castro después de la reunión de Cancún. Contadora ha sido un esfuerzo latinoamericano, pero no ha rehuido contacto alguno. Durante el año pasado, el Embajador Especial de Estados Unidos para América Central, Richard Stone, tuvo varias entrevistas de alto nivel en los países centroamericanos y en los que integran el Grupo Contadora. Los miembros de la Comisión Bipartidista encabezada por Henry Kissinger tuvieron la oportunidad de conocer los puntos de vista de los gobiernos de la región.

La crisis centroamericana gira, sin duda, alrededor de la política interna de los países de la región y de las posibilidades de coexistencia de Nicaragua con sus vecinos. Contadora se ha concentrado en la proyección externa de los conflictos porque éstos son los que amenazan la paz regional de manera inmediata. Sin embargo, debe reconocerse que el establecimiento de sistemas democráticos y pluralistas y el fomento de la reconciliación nacional es parte de la agenda de Contadora. El concepto de democracia ha adquirido una dimensión geopolítica ya que se considera punto de referencia para evaluar las intenciones políticas en los casos mencionados que, se piensa, son los más conflictivos.

La idea norteamericana sobre la democracia en América Latina ha sido tradicionalmente muy general y que se conforma en afirmar su existencia con la presencia de partidos políticos y la realización de elecciones, e ignorando por completo las circunstancias socioeconómicas más otras variables de la vida política. La región centroamericana carece de tradición democrática y el rechazo de un pluripartidismo genuino ha provenido de los sectores más resistentes al cambio social. No hay solución global para los conflictos internos de los países centroamericanos en la medida en que no son comparables ni asimilables las circunstancias específicas de cada país. La imposición de un concepto estrecho de la democracia y desvinculado de las condiciones de la sociedad centroamericana, a más de ser contrario a la autodeterminación de los pueblos, puede legitimar opciones que agravan los conflictos actuales.

Sin duda la negociación de la crisis centroamericana estará en el futuro cercano condicionada por la evolución de aquellas posiciones que, a diferencia del esquema ofrecido por Contadora, subrayan el factor de seguridad como componente esencial de la pacificación en la zona. En todo caso, Contadora es un mecanismo político-diplomático cuya flexibilidad ha permitido superar la desconfianza que, por distintas razones, tienen las partes en conflicto a las instancias internacionales encargadas de velar por el mantenimiento de la paz en el mundo y en la región. En el contexto más amplio de las relaciones interamericanas, Contadora es una respuesta original, sin precedente en el continente, y enriquecedora para el futuro. Es evidente que en el curso de su proceso Colombia, México, Panamá y Venezuela han adquirido una experiencia valiosa al unir esfuerzos en la elaboración de una solución latinoamericana para la crisis regional.



Notas al pie

* Este artículo se terminó de elaborar en enero de 1984.

1 Intervención del Secretario de Relaciones Exteriores de México ante la XVII Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores de la OEA celebrada en Washington, el 21 de junio de 1979.

2 Además de confirmar la posición mexicana sobre El Salvador y de ofrecer mejorar la comunicación entre Cuba y Estados Unidos, por vez primera México presentó un conjunto de sugerencias relativas a Nicaragua: Estados Unidos debía descartar el uso de la fuerza; era indispensable iniciar la reducción equilibrada de los efectivos en el área a partir del desarme de las bandas somo- cistas y del apoyo externo a dichos grupos, lo que permitiría a Nicaragua a renunciar a la adquisición de armas y aviones y a no aumentar más sus efectivos militares; finalmente, era necesaria la adopción de un sistema de pactos de no agresión mutua entre Nicaragua y Estados Unidos por una parte, y entre Nicaragua y su vecinos por la otra.

3 Comunicado Conjunto del 9 de enero de 1983, Boletín de Secretaría de Relaciones Exteriores.

4 Comunicado Conjunto publicado como Boletín informativo de la Secretaría de Relaciones Exteriores de México, 21 de abril de 1983.

5 Comunicado Conjunto publicado como Boletín informativo de la Secretaría de Relaciones Exteriores, 13 de mayo de 1983.

6 El Día, México, D.F., 20 de julio de 1983. EI comandante Daniel Ortega declaró que de esta manera se acababan las excusas “de quienes se declaran partidarios de la paz y no hacen nada para sentar las bases de la misma”.

7 Estos compromisos son los siguientes: promoción de la distensión en el área; cumplimiento de los principios del derecho internacional; respeto a los derechos humanos; adopción de medidas para establecer o perfeccionar sistemas democráticos; acciones de reconciliación nacional; creación de condiciones políticas para garantizar la seguridad internacional y la integridad de los Estados de la región; control de la carrera armamentista en todas sus formas; proscripción de bases militares extranjeras; reducción y eliminación de asesores militares extranjeros; mecanismos internos de control de tráfico de armas; eliminación del tráfico de armas a personas, organizaciones o grupos que intenten desestabilizar gobiernos; proscripción del uso del propio territorio en acciones contra otros gobiernos; no apoyar actos de terrorismo; constitución de sistemas de comunicación con el objeto de prevenir incidentes; auxilio y protección a los refugiados; promoción de programas de desarrollo económico social; revitalización de los mecanismos de integración económica; gestión de recursos monetarios externos, para un mayor acceso a los mercados internacionales y mecanismos de cooperación técnica.





ESTADOS UNIDOS FRENTE A LA CRISIS FINANCIERA MEXICANA*

ROSARIO GREEN

El Colegio de México


Introducción

SI EL SIGNO DE LOS años setenta fue la crisis en la esfera de la producción (sobre todo en el mundo industrializado, pero con graves consecuencias para los países en vías de desarrollo), el de los años ochenta parece ser la crisis financiera internacional, de la que aparecen igualmente culpables instituciones internacionales, bancos transnacionales y gobiernos de países desarrollados y subdesarrollados.

Sin embargo, el peso de los actores norteamericanos en la crisis financiera actual es especialmente grande, bien directamente, por medio de los grandes y aun pequeños bancos estadounidenses con operaciones externas; bien indirectamente, por medio de instituciones internacionales en las que la influencia norteamericana es determinante per se o gracias al apoyo de sus aliados tradicionales en el mundo industrializado. Todo esto quedó particularmente de manifiesto en el caso mexicano.

Este trabajo busca justamente plantear algunas respuestas y actitudes norteamericanas frente a la crisis financiera mexicana, inscrita ésta en el contexto más amplio de la crisis internacional e inclusive de la latinoamericana. El término “norteamericanas” se emplea en su sentido más amplio, para abarcar a las instituciones internacionales como el Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional; a las autoridades financieras y monetarias estadounidenses, principalmente al Departamento del Tesoro y el Sistema de la Reserva Federal, y a la propia banca transnacional de ese país.

Antes de describir la actual crisis financiera mexicana debe dejarse constancia de que ésta tiene lugar en el marco del agotamiento de un modelo que, durante el decenio pasado, se basó, en primer lugar, en la expansión ilimitada del crédito proporcionado por la banca internacional y apoyada por el excedente de liquidez creado por los dos shocks petroleros, el de 1973–1974 y el de 1979. En segundo lugar, en el crecimiento ilimitado del endeudamiento externo de los países del Tercer Mundo, que pospusieron la reforma de sus sistemas, apoyados en la falsa percepción de que sus necesidades de financiamiento podían ser resueltas gracias a esa oferta de recursos externos, a la que, equivocadamente, concibieron como infinitamente elástica y en condiciones inmejorables, pues durante buena parte del decenio las tasas de interés, en términos reales, se mantuvieron bajas e, incluso, en ocasiones llegaron a ser negativas. En tercer lugar, en la relativa pasividad de las instituciones internacionales: el Fondo Monetario Internacional, por ejemplo, perdió a partir de 1971 sus funciones básicas como regulador del sistema monetario y de la liquidez inter­nacional, y con ello buena parte de su control y razón de ser. El Banco Mun­dial, por su parte, abandonó, paulatinamente, sus objetivos originales de financiamiento del desarrollo, y cedió terreno al empuje de la banca transnacional y al dominio de las condiciones comerciales de préstamo, con lo que se convirtió en apoyo meramente residual.1

Puede decirse que, en esas circunstancias, el punto de ruptura de ese modelo y, por lo tanto, el principio de la actual crisis financiera internacional se encuentra en la llamada “crisis mexicana” de agosto de 1982. A ésta siguieron otras en América Latina principalmente, porque ahí se encuentra la mitad de la deuda externa del mundo en desarrollo, calculada en más de 700 000 millones de dólares. (Tan sólo tres países, México, Brasil y Argentina tienen las dos terceras partes.) Esta ruptura va a dar surgimiento, necesariamente, a una gran preocupación de las autoridades norteamericanas por la actual crisis financiera internacional y en especiad por la situación latinoamericana, preocupación que se centra con mayor énfasis en los casos específicos de México, Brasil y Argentina por razones fácilmente comprensibles, que tienen que ver con su papel de áreas y subregiones de influencia.

Detectadas las reacciones oficiales estadounidenses, se presentan a continuación en este ensayo, las respuestas y soluciones concretas propuestas por las autoridades del Fondo Monetario Internacional, el Banco Mundial, el Sistema de la Reserva Federal, el Departamento del Tesoro y la banca transnacional, particularmente la norteamericana. El análisis de estas reacciones es importante, porque creó un espacio negociador que México y los otros países de América Latina tendrían que explorar y aprovechar.




La relación financiera entre Estados Unidos y América Latina: dos puntos de vista encontrados

Tradicionalmente, América Latina ha buscado el apoyo de Estados Unidos para financiar y fortalecer su desarrollo económico. Pero Estados Unidos apenas ha intentado satisfacer las expectativas de esas naciones. El obstáculo principal ha sido, quizás, la existencia de perspectivas diferentes entre ambas partes del Continente.

De manera sistemática, los países de América Latina han venido sosteniendo que el financiamiento de su desarrollo económico debe incluir —además de términos de comercio menos desfavorables, eliminación del proteccionismo que dificulta el acceso de sus productos a los mercados de los países industrializados, y cooperación tecnológica, entre otros elementos— corrientes financieras incrementadas de recursos netos, tanto públicos como privados, en forma de préstamos sujetos a condiciones favorables. Estados Unidos —por su parte— ha insistido siempre —siendo tal vez la excepción el Programa de la Alianza para el Progreso en los sesenta, resultado menos de un cambio en la concepción economicista norteamericana y más de la lección política cubana— en que el motor del desarrollo debe ser la inversión privada, tanto nacional como extranjera. Es así que Estados Unidos ha condicionado su “asistencia econó-mica al mundo en desarrollo, al requisito previo de que ponga primero “su casa en orden”, otorgando las garantías necesarias para el florecimiento de la inversión norteamericana en el extranjero.

El gobierno de Reagan no es una excepción. Desde sus inicios se apegó estrictamente a esa regla que enaltece las “virtudes” de la inversión extranjera directa. Pero si en 1982 Estados Unidos modifica relativamente su posición, al pedir a los bancos transnacionales comprometidos en el Tercer Mundo que mantuvieran sus préstamos, esto refleja dos hechos básicos. Por un lado, que seguir insistiendo en dar prioridad a la inversión extranjera directa, después de prácticamente diez años de recesión en la esfera de la producción, resulta un anacronismo. Por otro, que la crisis financiera internacional es de tal magnitud, y en ella la situación de los bancos norteamericanos está de tal manera involucrada, que mantener al sistema global y al estadounidense, exige la salvación de los deudores, y sobre todo de los más comprometidos. Así, a finales de ese año acuñan un nuevo lenguaje las organizaciones internacionales y las autoridades norteamericanas, e inclusive algunos de los grandes bancos estadounidenses. Ese lenguaje parece reconocer la doble cautividad deudores-acreedores, la interdependencia financiera, la vulnerabilidad del sistema y la necesidad de rescatarlo mediante soluciones que, si bien incorporan a los deudores, buscan salvaguardar a toda costa —en primer lugar— los intereses de los acreedores. No en balde éstos ofrecen respuestas de corto plazo que atienden a las dificultades de flujo de caja de los prestatarios, pero que niegan el carácter estructural de sus problemas y la urgente necesidad de cambiar las reglas del juego financiero internacional. Así, se ha logrado posponer la que podría llegar a ser una crisis de proporciones y consecuencias aún no imaginables; peligro, por cierto, todavía no conjurado del todo.




La crisis financiera mexicana: el detonador

Al iniciarse el decenio de 1970, México era un importante deudor de la banca transnacional,2 y claro ejemplo de la adopción consciente de una estrategia de crecimiento con endeudamiento. A manera de ilustración, baste señalar que la deuda externa del gobierno mexicano pasa de cerca de 4 000 millones de dólares a fines de 1970,3 a más de 70 000 millones de dólares a finales de 1982. Si a esta cifra se añade la deuda externa del sector privado, el volumen total se acerca a los 85 000 millones de dólares, de los cuales por lo menos 60 000 millones se encontraban contratados con la banca internacional. La situación se agrava, desde el punto de vista de los banqueros, sobre todo, al reconocer que una parte muy importante de la deuda mexicana habría vencido para finales de 1983.4 De estas enormes dificultades a las que la economía mexicana y los banqueros internacionales se enfrentan, son culpables tanto los agentes nacionales endeudados (el sector público y el privado) como los propios prestamistas.

Después de la crisis económica de 1976, caracterizada por niveles menores de crecimiento, devaluación, endeudamiento externo y pérdida de confianza en el gobierno, México vuelve a adquirir importancia para los banqueros internacionales; inclusive llega a convertirse en uno de sus más importantes clientes, como consecuencia de los “descubrimientos petroleros” de 1977.

Provistos de cuantiosos recursos financieros, los banqueros disipaban en el caso de México, todas las posibles dudas que sus préstamos enfrentaban en otros países del Tercer Mundo, en momentos en que los precios del petróleo y las tasas de interés ascendían; la riqueza potencial del país alentaba a propios y a extraños. Las entidades públicas y privadas se endeudaban en exceso y con descuido, en tanto que sus acreedores se disputaban el acceso al mercado mexicano. En consecuencia, se registró una expansión acelerada de la deuda externa total y se acentuaron sus tendencias: más de 90% de las contrataciones eran de origen privado, razón por la que las agencias multilaterales de financiamiento afirmaban que México se había “graduado” y había dejado de pertenecer al grupo de países subdesarrollados. Más de 75% de la deuda externa del país se vinculaba a la banca transnacional, sujetando, de esta forma, el destino nacional a la inestabilidad y al voluntarismo bancarios. Recientemente, además, los bancos norteamericanos recuperaron parte de su tradicional dominio en la deuda externa mexicana, no sólo del sector privado (este dominio se mantuvo allí siempre como un hecho indiscutible), sino en el sector público y, por ende, en el país como un todo. El hecho de que hoy México concentre en la banca norteamericana más de un tercio de su deuda total con la banca internacional tiene repercusiones nacionales serias, pues es testimonio de cuánto dependen las actividades económicas mexicanas —incluidas las financieras—, del destino económico estadounidense.

A medida que los precios internacionales del petróleo ascendían, México registraba una de las tasas más altas de crecimiento de América Latina, convirtiéndose sus cuantiosas reservas energéticas en un seguro valioso frente a cualquier problema. En 1981, México disputó a Brasil el título del país más endeudado del Tercer Mundo; consiguió volúmenes crecientes de recursos externos en condiciones ventajosas, pese a la tendencia al alza de las tasas de interés, debido al pago de diferenciales definitivamente bajos: 0.5% sobre la tasa de interés bancario de Londres (LIBOR).

El rompimiento, sin embargo, llegó a mediados de 1981. Los precios y ventas del petróleo mexicano, y por tanto su ingreso esperado, disminuyeron de manera significativa, al tiempo que se registraba un descenso también de los precios de otros productos mexicanos de exportación. El gobierno enfrentó la necesidad de suplir ese ingreso de divisas con deuda externa, aun de corto plazo: durante el segundo semestre de 1981, se contrataron 15 000 millones de dólares, de los cuales prácticamente 10 000 millones fueron de corto plazo. En 1982 la economía mexicana debió enfrentarse a dificultades todavía más serias.

En primer lugar, el tipo de cambio —cuya nueva paridad después de la devaluación de 1976 ya se había agotado— se desplomó.5 En segundo lugar, la inflación se desbordó de 30 y 35%, al 100% a finales de 1982. En tercer lugar, el crecimiento se frenó brutalmente. En promedio, la tasa histórica se había mantenido alta durante muchos años. Hablar del 6% de crecimiento del PIB al año era bastante común, a pesar de algunos descalabros como el de 1971 o 1976. El gobierno de López Portillo, sin embargo, optó por una tasa de crecimiento superior: entre 8 y 9% anual, no sólo muy alta sino que debía alcanzarse en poco tiempo. La meta se logró a toda costa: con sobreendeudamiento externo, sobredi versificación y “sobrecalentamiento”. Si bien esta situación creó un nivel de empleo sin precedentes, fue insostenible a mediano plazo, y la consecuencia fue el ajuste: desde febrero de 1982 se decretó una serie de restricciones en el sector público que afectó sin duda al sector privado; esta circunstancia más las dificultades para conseguir todo el crédito externo necesario —base de esta estrategia de crecimiento acelerado y, hasta cierto punto, desordenado— llevaron a una tasa de crecimiento de la economía nacional cercana al 0% a finales del año.

En cuarto lugar, al mantener la paridad artificial del peso con el dólar y al registrarse un impresionante diferencial en los niveles de inflación mexicana y norteamericana se estimuló una fuga de capitales, calculada en 22 000 millones de dólares, que saqueó las reservas internacionales del país y forzó la contratación de más deuda externa.

Por último, el peso de los intereses y de la cuantiosa deuda pública externa —reflejo del alza de las tasas de interés internacionales y del acortamiento de los plazos— llevó a la moratoria sobre pagos de principal, en agosto, negociada por el gobierno mexicano y sus acreedores privados, lo que permitió a México un respiro de tres meses. Al final de este período —vale la pena señalar—, se solicitó una extensión de cuatro meses, y finalmente se llegó a un acuerdo más permanente, según el cual los 23 000 millones de dólares que adeudaba el gobierno mexicano por concepto de principal se convirtieron en un crédito a ocho años de plazo (1983–1990) con un período de gracia de cuatro años; los pagos empezarán, así, a partir de 1987, si bien no se descartó la posibilidad de otros arreglos futuros.




Respuestas de la comunidad financiera internacional para salvar al sistema

La reacción de los banqueros internacionales a la moratoria mexicana de agosto, no se hizo esperar. Los nuevos préstamos a América Latina, que habían disminuido drásticamente durante la guerra de las Malvinas, se estancaron.6 Los bancos pequeños empezaron a salir del mercado, y los grandes bancos quedaron solos para hacer frente a las demandas de recursos que presentaban los países latinoamericanos para pagar sus antiguas deudas. Estas dificultades y los temores de una moratoria conjunta, o, al menos, la unión de Argentina, Brasil y México, alentados por la progresista medida de México de nacionalizar la banca privada (y el temor de que, por asociación se culpara a la banca internacional de todos los problemas del sector externo mexicano), influyeron en la trigésima séptima reunión conjunta del Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional de septiembre de 1982.

El “caso mexicano” se convirtió en el centro de atención, aunque Argentina, Brasil y Venezuela estaban sólo a un paso de distancia. La discusión se centró en salvar al sistema mediante el apoyo de estos países. Hubo entonces un consenso que, se insiste, tenía en mente más a los acreedores que a los deudores: se proporcionaría dinero para apoyar al sistema financiero sólo si los países más endeudados aceptaban someterse a un prolongado período de restricción económica. Así, un segundo componente de esta “solución” fue la batalla, librada entonces, y no del todo ganada todavía, para incrementar los recursos del FMI (sólo en 50%), que al fin de cuentas es la institución diseñada por el mundo industrializado de occidente para supervisar los programas de ajuste exigidos al mundo en desarrollo.

En su discurso inaugural, el Director del FMI, Jacques de Larosiére, pidió a los bancos comerciales no reducir préstamos a los países en desarrollo: “Cuando surgen problemas de deuda, como los que presenciamos en la actualidad, debe haber estrecha colaboración entre todas las partes interesadas”.7

El discurso de De Larosiére se interpretó como una llamada de atención a los banqueros comerciales por sus políticas de préstamo, en extremo liberales y hasta descuidadas. “En muchas ocasiones —dijo— los cambios en la dirección del financiamiento bancario han sido abruptos y muy grandes en relación a la cuenta corriente de las balanzas de pagos de los países involucrados; han creado problemas tanto de manejo interno de las economías como de financiamiento para balanza de pagos en los países prestatarios”.8

De Larosiére, refiriéndose claramente al caso mexicano y su efecto sobre el resto de América hispánica, instó a los prestamistas “a juzgar a cada deudor sobre la base de sus propios méritos, y a no permitir que los problemas de financiamiento de la deuda en un país enturbiaran su juicio sobre la capacidad de crédito de países vecinos”.9

En ese primer momento (agosto, 1982), México recibió del FMI la promesa de obtener 3 900 millones de dólares, en los tres años del acuerdo. La firma del convenio (noviembre) le permitió acceder por completo a los 1 850 millones de dólares prometidos por el Banco de Pagos Internacionales; a los 1 000 millones de dólares ofrecidos por el gobierno norteamericano —a cuenta de futuras ventas de petróleo y a otros créditos de esa nación— básicamente para la adquisición de granos y productos alimentarios. Igualmente, la aceptación de la disciplina del Fondo permitió a México negociar un crédito jumbo con un gran número de bancos occidentales y japoneses, firmado el 3 de marzo de 1983,10 por un monto de 5 000 millones de dólares, sujeto a una tasa de interés que implicó 2.25% sobre la LIBOR y por un período de seis años con tres de gracia.

El Presidente del Banco Mundial, A. W. Clausen, apeló también en repetidas ocasiones a los países industrializados y a los bancos privados “para que mantengan, a pesar de la preocupación por el alto endeudamiento externo, la asistencia financiera a los países del Tercer Mundo”. Concretamente, Clausen solicitó a la banca privada que “continúe, si bien con precaución, su importante desempeño en la financiación a países con dificultades de pago”.11

El Presidente del Banco Mundial ha manifestado su convencimiento de que la “paciencia y buena voluntad” de los banqueros será premiada. En un artículo que publicó el New York Times , Clausen escribió: “Es verdad que algunos bancos han cometido errores, como también lo han hecho algunas naciones en desarrollo, pero el remedio es dejar de cometer errores y no poner un alto a los préstamos”.12 En su opinión, el primer paso hacia la solución es el reconocimiento de que las deudas no constituyen el principal problema, sino que son sólo un síntoma. “El problema verdadero —dijo Clausen— es la falta de crecimiento. A menos que las inversiones rentables se mantengan, no se gene­rará el suficiente crecimiento para servir las deudas. Las deudas pueden manejarse, pero sólo si el crecimiento se sostiene y se evita el proteccionismo”. En su opinión, las deudas son una especie de “mal necesario”; siempre existieron, y si ahora son pesadas es por la recesión mundial y su efecto sobre los países en desarrollo.

Los altos precios del petróleo, combinados con altas tasas de interés, menores precios de otras materias primas diferentes al petróleo, y demanda reducida en el mundo industrializado por los productos del mundo en desarrollo, resultaron una combinación fatal. La deuda externa de los países en desarrollo se desbordó y los bancos internacionales empezaron a extremar sus precauciones. Muchos países estuvieron a punto de quebrar. La contracción se impuso como regla, y la pregunta no se planteó entonces, aunque Clausen la hace: ¿qué efecto tiene la contracción en el Tercer Mundo en las posibilidades de recuperación del mundo desarrollado?: “Las exportaciones de bienes y servicios contribuyeron más de dos veces a nuestro producto en 1979 que en 1970. Cerca de dos quintas partes de nuestras exportaciones van a países en desarrollo. Si el comercio mundial se contrae, nuestro déficit comercial crece y más empleos se pierden… La tarea de ayudar a las naciones en desarrollo —prosiguió Clausen—, a sostener su crecimiento, no puede ser lograda por los bancos comerciales solamente. Estos, junto con las instituciones internacionales de préstamo, deben unirse a los gobiernos para mantener el crecimiento, lu­char contra el proteccionismo y ayudar a las naciones más pobres a desarrollar su enorme contribución potencial a la economía mundial… Las naciones en desarrollo mismas deben hacer grandes esfuerzos para ajustarse y reformarse. Pero las naciones desarrolladas y las organizaciones internacionales deben ayudarlas, resistiendo el proteccionismo y asegurando una expansión de las corrientes de capital, incluidos niveles realistas de asistencia. De otra manera, sufrimos todos”. En este esfuerzo que incluye a toda la comunidad internacional, el Presidente del Banco Mundial asignó a Estados Unidos el papel de líder.13

Pero Clausen no es el único que señala la función que las importaciones del mundo en desarrollo pueden desempeñar en la superación de la recesión de los países desarrollados y la necesidad de que la comunidad internacional, incluidos los bancos extranjeros, faciliten esas importaciones. Cálculos recientes indican que la presión de las deudas y los acreedores (y sin duda también las de los programas de ajuste según la ortodoxia monetarista del Fondo) ha hecho peligrar parte de los 308 000 millones de dólares que representan las exportaciones de los países industrializados hacia las naciones en desarrollo y lo que éstas significan en volumen de empleo: cinco de cada cien en términos globales y uno de cada seis en Estados Unidos.14

La línea oficial norteamericana, expresada por Paul Volcker, Presidente del Sistema de la Reserva Federal, concuerda con las expresiones de los responsables de las instituciones financieras internacionales aquí mencionadas. Concretamente ha dicho: “Los bancos prestamistas, que trabajan juntos en forma efectiva para satisfacer una necesidad transitoria, evidentemente justificada, deben poder ofrecer el margen necesario de financiamiento mientras reducen la proporción de los préstamos pendientes relativos a su capital o activos.”15 Está convencido de que el reajuste de algunos préstamos y el abastecimiento de nuevos fondos, de acuerdo a programas aceptados por el Fondo Monetario Internacional, será en algunos casos la forma más efectiva y prudente de mejorar la solvencia de los países prestatarios y, por lo tanto, de proteger los propios intereses de los bancos.

El Secretario del Tesoro de Estados Unidos, Donald T. Regan, en un extenso informe ante el Comité de Banca, Finanzas y Asuntos Urbanos, de la Cámara de Diputados (21 de diciembre de 1982), coincidió con el argumento anterior. Habló de las razones y la enorme dificultad de los problemas económicos y sociales que enfrenta el mundo en general y el subdesarrollado en particular, y de la situación de los bancos internacionales. “Los principales bancos internacionales ven la deuda de los países en desarrollo como un problema de liquidez más que de solvencia. En su opinión, esto es el resultado de políticas nacionales equivocadas y de la debilidad de la economía mundial. Medidas internas correctivas y la recuperación de la economía internacional restaurarán la capacidad de crédito de esos países en el largo plazo. Las principales dudas provienen del tiempo que tomará restablecer la confianza y de la capacidad de los nuevos créditos otorgados por la comunidad bancaria para mantener el apoyo en tanto se realiza el ajuste. La esencia del problema es asegurar que se establezcan las condiciones adecuadas a fin de reconciliar la prudencia necesaria al prestar con los requisitos de financiamiento continuo mientras se da el ajuste”.16 En opinión de Regan, esto es básico para asegurar la subsistencia del sistema financiero internacional y salvaguardar al sistema bancario estadounidense que desempeña en él un papel fundamental. “Los bancos norteamericanos —dice D. Regan en su informe— han concedido cerca de una tercera parte de todos los préstamos bancarios internacionales dirigidos a prestatarios finales: 349 000 millones de dólares a mediados de 1982, de los cuales una cuarta parte va a América Latina”.

Si Estados Unidos y otros gobiernos se lavaran las manos ante los problemas de deuda del Tercer Mundo y no les dieran los préstamos que necesitan para hacer frente a sus compromisos y compras externas, seria, en opinión de Regan, catastrófico, dados los vínculos entre comercio y banca. Sufrirían, en primer lugar, los países industrializados pues sus exportaciones se reducirían entre 35 000 y 45 000 millones de dólares, lo que significaría una caída total de su PIB de hasta 1 % y pondría en duda sus posibilidades de recuperación. Para Estados Unidos, concretamente, los resultados serían bastante similares: una caída de 1% en el PIB y la pérdida de cerca de 12 000 millones de dólares en ingresos esperados provenientes de exportaciones al Tercer Mundo.

Además, si los países en desarrollo no reciben nuevos préstamos, no podrán comprar a los países industrializados —continúa D. Regan— ni pagar a los mismos banqueros que tạl vez preferirían salirse ahora, y esto tendría serias repercusiones. Incapacitados para recuperar sus recursos, estos bancos no podrían hacer préstamos internacionales ni nacionales, algo que afectaría la vida industrial y a la de los ciudadanos privados de los países industrializados.

“La respuesta a la pregunta sobre por qué Estados Unidos debe participar en los esfuerzos para administrar y resolver los actuales problemas financieros internacionales es —dice D. Regan— que nuestros esfuerzos están sobre todo en función de la defensa del norteamericano medio y sus intereses económicos. El propósito es proteger su empleo y su ingreso. Si Estados Unidos ha de prosperar, si el desempleo ha de ser reducido y si deben crearse nuevos empleos, si la meta es fortalecer las compañías por las que trabajamos y en las que debe mantenerse la inversión de nuestros fondos de pensiones y compañías de seguros, es de vital importancia que nuestros grandes y nuevos clientes en el extranjero conserven su salud y se les ayude a ajustarse y recuperarse, en épocas de dificultades económicas ·17

Ahora bien, la insistencia de las autoridades financieras norteamericanas sobre la actuación internacional de la banca comercial en un país supuestamente “friedmaniano”, tuvo sus consecuencias. Ante la firmeza de declaraciones y exigencias del tipo aquí reseñado, los banqueros protestaron: “Por primera vez en nuestra historia como banqueros independientes, nos han robado nuestra libertad de acción al adoptar la decisión de si debemos conceder un préstamo o no. Nos han dicho que si no otorgamos préstamos, nuestra posición en el mercado puede verse perjudicada. Me parece que ésta es una interferencia grave en la independencia de un banco”, dijo S. M. Yassukovich, director administrativo de un pequeño banco del euromercado (European Banking Company) refiriéndose al paquete mexicano de rescate propuesto por el Fondo.18

La opinión de Yassukovich refleja fielmente la de los bancos más pequeños del sistema (con activos menores de 5 000 millones de dólares) pero no la de los bancos más grandes. Los pequeños bancos, que inclusive llegaron tarde al mercado y muchas veces sin la experiencia ni el personal adecuado para competir con los grandes bancos, parecían compartir la creencia de que se equivocaron en su evaluación del riesgo que corrían, y muchos de ellos buscaban retirarse del mercado. Los que se vieron obligados, por la magnitud de sus inversiones en esos países, se quedaron con la esperanza de que la recuperación de los deudores permitiría la recuperación de los acreedores, pero manifestaron la necesidad de mejorar sustancialmente el flujo de información.

La idea de crear una coordinación integrada exclusivamente por los grandes bancos acreedores del mundo en desarrollo (calificada por la revista especializada The Banker como un intento de formar un FMI comercial)19 es, qui zás, la más novedosa y significativa reacción de los banqueros internacionales a lo que, sin duda, ven como una injerencia del gobierno en sus asuntos. Es un hecho que los banqueros pretenden asumir, mediante esa coordinación, el control de los problemas de deuda de los países en desarrollo y sus soluciones, dado que, al parecer, la comunidad financiera internacional los ha señalado como “culpables” (junto con las políticas equivocadas del mundo endeudado) y como responsables del costo del ajuste (y por lo tanto destinados a absorber­lo) del mundo industrializado.

Los antecedentes de esta coordinación se remontan a mayo de 1982. El 31 de ese mes, los principales bancos comerciales de Occidente y Japón se reunieron en Ditchley Park, cerca de Oxford, Inglaterra. Logro principal de la reunión fue el acuerdo entre los asistentes, de intercambiar mayor información acerca de sus créditos al exterior. Sin embargo, el desarrollo de posteriores acontecimientos fue causa de un mayor compromiso entre los banqueros.

Se debe advertir que en el momento de llevarse a cabo ese primer encuentro, se percibían las dificultades reales y potenciales del sistema financiero internacional, pero las crisis de finales de 1982 y principios de 1983 estaban todavía lejanas. En octubre de 1982, el llamado Grupo Ditchley se reunió por segunda vez, en Nueva York; la magnitud de la crisis financiera internacional y su peso en algunos casos concretos (México, Brasil y Argentina, por ejemplo), había quedado ya de manifiesto en Toronto, durante la reunión conjunta Banco Mundial-FMI.

Ante la advertencia de los bancos centrales de los países industrializados, de las instituciones multilaterales y de los reguladores bancarios, en el sentido de que una reducción masiva de los préstamos bancarios a los países en desarrollo era una seria amenaza para el conjunto de la comunidad internacional y podía propiciar una crisis global de repercusiones gravísimas, el Grupo Ditch­ley intentó transmitir a la opinión pública mundial su confianza en los préstamos al Tercer Mundo. Sin embargo, dentro del Grupo se buscaron mecanismos y procedimientos, para evitar que en el futuro los banqueros tuvieran que enfrentar situaciones parecidas. Surgió entonces la idea de crear un Instituto de Finanzas Internacionales que, según declaraciones de uno de los miembros más importantes del grupo (Bill Odgen, vicepresidente del Chase Manhattan Bank) reflejara “la necesidad de un enfoque de largo plazo para facilitar el intercambio de información entre los bancos comerciales y los países deudores”.

En principio, podrían ser miembros de esa institución todos los banqueros comerciales, los cuales recibirían informes analíticos sobre la situación financiera de los países deudores, sus planes y políticas económicas y sus compromisos en divisas, existentes o propuestos. Este intercambio de información tiene por objeto capacitar a los bancos para llevar a cabo mejores evaluaciones de los riesgos de prestar a un país y facilitarles la adopción de decisiones más adecuadas. Se supone que el Instituto podría llegar inclusive a proporcionar a los países deudores un foro al que acudirían a presentar a los acreedores sus necesidades financieras,20 y enviar “misiones de banqueros” a los primeros, para ayudar a preparar los informes a los segundos.21

Con esos antecedentes, a principios de 1983, el Grupo Ditchley se reunió por tercera vez, en Washington. El 11 de enero estableció el Instituto de Finanzas Internacionales, con la representación de treinta y cinco bancos comer­ciales en nueve países: Alemania Federal, Brasil, Canadá, Estados Unidos, Francia, Inglaterra, Italia, Japón y Suiza.

De acuerdo con los estatutos, “la nueva institución está diseñada para pro­mover un mayor entendimiento de las transacciones internacionales de préstamo, al mejorar la disponibilidad y la calidad de la información financiera y económica de los principales países deudores. Con este objeto, la organización colaborará con las naciones prestatarias en la recolección y diseminación de la información pertinente a la situación financiera de estos países, sus planes de desarrollo, sus políticas económicas, así como sus compromisos reales y potenciales en moneda extranjera. Esta información ayudará a los miembros del Instituto a establecer sus situaciones crediticias ante prestatarios individuales al tiempo que puede proporcionar a estos últimos un foro donde presenten, si así lo desean, sus planes y proyecciones económicas”.22 Se trata de una supervisión a fondo, sin los posibles filtros a los que obliga, si no el pudor, al menos cierto pluralismo en las organizaciones intergubernamentales.

Cabe advertir, sin embargo, en lo que toca a la banca norteamericana que el problema no termina ahí. Recientemente, las autoridades financieras norteamericanas han hecho clara su posición: no sólo esperan que, en el corto plazo, los bancos comerciales “rescaten” al sistema internacional, sino que han manifestado su firme intención de evitar que las crisis de sobrexposición y sobrendeudamiento vuelvan a presentarse en el futuro. El Senado trabaja activamente buscando mecanismos de regulación y control de la actividad financiera exterior de los bancos norteamericanos, en contraste con el pasado, donde una casi irrestricta libertad ocasionó ganancias, pero también pérdidas.

Con base en esta visión, por ejemplo, la Subcomisión Senatorial Permanente sobre Investigaciones publicó un estudio en el que se señala la ausencia de reglamentaciones en los llamados “paraísos fiscales” y otros centros donde se lleva a cabo la mayoría de las actividades de los bancos estadounidenses, y se “deteriora la integridad de los bancos estadounidenses y desafía la capacidad de las autoridades norteamericanas de hacer valer las leyes, creando inclusive un ambiente propicio para que se realicen actividades criminales”.23

Dentro de esa tendencia para aplicar mayores controles a los bancos, el Senador republicano Robert Dole, Presidente de la Comisión Senatorial de Finanzas, presentó una propuesta para que los bancos comerciales norteamericanos “paguen un impuesto al consumo proporcional al tamaño de sus depósitos, para contribuir en mayor proporción al costo que representa participar en el FMI”.

Esta es referencia clara a la petición del gobierno de Reagan de incrementar la contribución estadounidense al Fondo Monetario Internacional en 8 500 millones de dólares. Alude también al servicio que la institución presta a los banqueros como supervisor financiero de países en problemas, que deben cumplir sus obligaciones de endeudamiento y, en ese sentido, importante elemento de salvaguardia y aun de “rescate” para los propios bancos.




Exitos de corto plazo y concertación regional obligada

Antes de concluir este trabajo y a la luz de las últimas páginas, se hace necesario señalar la importancia de que México y los demás países endeudados en América Latina, aprovechen esta etapa de la actual crisis antes de que el resurgimiento del proteccionismo en la esfera comercial penetre la esfera financiera, por medio de la consolidación de controles del tipo mencionado y otros.

El reconocimiento de la doble cautividad deudores-acreedores ha tenido importantes efectos en las actitudes más tradicionales de las autoridades inter­nacionales, las norteamericanas y los banqueros transnacionales, modificándolas como se vio en la reseña de sus reacciones, posiciones y respuestas a la crisis mexicana y, en general, a la del sistema financiero internacional. Pero los países deudores (en especial los más comprometidos, entre los que destacan México, Brasil y Argentina) no han utilizado verdaderamente este nuevo espacio para coordinar esfuerzos, al menos como lo están haciendo sus acreedores en el Grupo Ditchley, para intercambiar información y asistencia técnica y establecer un mínimo de criterios comunes que mejoren su posición negociadora. Predominan, al parecer, posiciones individuales, que, lejos de generar un espacio real para la concertación, lo cierran con prácticas bilaterales de corte más bien tradicional, que la comunidad financiera internacional puede utilizar en contra de los deudores. Por ejemplo, desde el punto de vista financiero la rene­gociación de la deuda externa mexicana en 1983 puede calificarse, por propios y extraños, como sumamente exitosa. México logró renegociar los prácticamente 23 000 millones de dólares de pagos por concepto de principal —sobre los que ya se señaló, había solicitado una moratoria inicial de tres meses en agosto de 1982, extensible’ por cuatro meses más y que acabó convertida en un préstamo a 8 años de plazo con un período de gracia de cuatro. No solamente eso, sino que, además, como consecuencia del estricto apego al programa de ajuste, declinó usar 329 millones de dólares que el Fondo Monetario Internacional estaba dispuesto a desembolsar como parte del acuerdo de 1982, y se dice que los 5 000 millones de dólares aprobados por la banca comercial internacional a favor de México no se utilizaron en 100% durante 1983.

Esta forma de manejar su crisis financiera le ha valido a México ser citado como ejemplo de sensatez. Su apego a los contenidos del programa de ajuste firmado con el Fondo Monetario Internacional lo ha convertido en show case en especial en América Latina. Al comparársele con otros casos, salen perdiendo Brasil, Argentina y Chile, por ejemplo. El economista Rudiger Dorn-busch (MIT) ha calificado de “ejemplar” la política seguida por las autoridades financieras mexicanas, que deberían imitar, en su opinión, otros países latinoamericanos.24

La prensa financiera elogia también el rumbo que ha tomado la economía mexicana, tanto en su aspecto interno como en sus relaciones externas con el resto del mundo financiero: “El país destaca en Latinoamérica como uno de los pocos que se ha acercado siquiera al cumplimiento de las metas propuestas para su economía interna”, dice el Journal of Commerce de Nueva York.25

La revista inglesa The Economist incluyó en uno de sus números un elogioso artículo sobre México, su apego al programa de ajuste firmado con el Fondo Monetario Internacional, su pericia al renegociar sus compromisos con la banca internacional y la que parece ser su firme promesa de no volverse a endeudar como en el pasado.26

Los banqueros también están de plácemes. Un alto ejecutivo del East Bank de Miami —uno de los 1 400 bancos acreedores de México— señaló, con motivo de la primera parte de la renegociación del principal a comienzos de agosto de 1983, firmada como la segunda, de fines de septiembre, en el Lincoln Center de Nueva York: “La administración política de las medidas [mexicanas] de austeridad ha sido excelente”. Y el propio Jacques de Larosiére, Director del Fondo Monetario Internacional, afirmó en la reunión conjunta de ese año, realizada entre esa institución y el Banco Mundial, y celebrada en Washington: “La notable mejoría de la posición externa de México, prueba que las políticas del ajuste, cuando se ejecutan con firmeza, dan resultados positivos”.27

Este tipo de comentarios culminaron con el otorgamiento del título “el ministro de finanzas del año”, al Secretario de Hacienda, Jesús Silva Herzog, reconocimiento del buen manejo internacional de los problemas nacionales. Este acontecimiento tiene innegables méritos, pero también peligros, porque pueden utilizarlo algunos sectores de la comunidad financiera internacional —temerosos o interesados— para aislar al país regionalmente, o alejarlo de una meta que ha planteado, en el lenguaje del propio gobierno mexicano, la latinoamericanización de la proyección internacional de México, en la que la eventual concertación en materia económica no está necesariamente’ excluida.

Superadas las presiones inmediatas México debe plantear sus problemas internos con perspectivas de largo plazo y una óptica estructural. Debe hacer una revisión profunda de las perspectivas que ofrece el panorama financiero internacional y de los retos que éste puede presentarle en el futuro próximo, para encontrar respuestas idóneas. Una de éstas es, sin duda, una mayor solidaridad con los demás países latinoamericanos, expresada en acciones concertadas efectivas. Para México significó un duro golpe pasar de spreads o diferenciales de 0.5% sobre la LIBOR en 1979, al 2.25% de 1983. Esta situación se reproduce en los demás países de América Latina al constatar que los bancos transnacionales —en especial los norteamericanos— cargan intereses, diferenciales y cuotas excesivas sobre los nuevos préstamos a América Latina o sobre sus renegociaciones. Estos intereses son superiores a los que se cobran a empresas privadas que se encuentran en graves dificultades financieras.

Algunos expertos estadounidenses consideran también qu.e los bancos de ese país están cobrando intereses excesivos a América Latina: spreads de alrededor del 3% colocan el interés en torno al 14% para esos países, en comparación, por ejemplo con el interés de 12% que paga International Harvester.28 Robert Solomon, antiguo funcionario del gobierno y hoy asociado a la Brookings Institution atribuye tal comportamiento a la evaluación por parte de los banqueros de que existen “riesgos mayores”, pero en su opinión, “…esto dificulta las posibilidades de recuperación de los deudores”.29

La deuda estimada de los cinco principales deudores latinoamericanos, a finales de 1983, se calculó en 274 100 millones de dólares: Brasil con 94 400 millones, México con 90 600 millones, Argentina con 38 500 millones, Venezuela con 31 500 millones y Chile con 19 100 millones,30 y si persiste la tendencia al alza de tasas de interés, los resultados pueden ser fatales. Es necesario entonces evitar que algunos sectores de la comunidad financiera internacional, muy conservadores, conviertan los logros inmediatos de renegociaciones internacionales como la de México, en obstáculo. Esto impediría una acción concertada de más largo alcance que cuestione el comportamiento actual de la banca transnacional y negocie con ella mejores términos y condiciones para el pago de viejos créditos y la obtención de nuevos.31 Las naciones más endeudadas (México y Brasil especialmente), deben asumir el liderazgo convencidos de que éste es, al parecer, el único camino porque se han agotado las soluciones unilaterales sobre todo en el campo de la economía. La integración comerciad renovada, la cooperación científica y tecnológica para el establecimiento de modelos de crecimiento y desarrollo alternativos y más idóneos, y la concertación financiera, son algunos de los temas del presente y el futuro latinoamericanos. Algo parece haberse logrado en los últimos tiempos y se empieza a pavimentar el difícil camino de esa concertación que aquí se propone.

En septiembre de 1983, se realizaron en Caracas dos importantes reuniones latinoamericanas: el XI Consejo del SELA y la del Consejo Interamericano Económico y Social (CIES). En ambas ocasiones se procuró encontrar elementos para constituir un frente económico latinoamericano base de una estrategia de seguridad económica latinoamericana, como único medio para superar la vulnerabilidad del área frente al exterior.

La unidad económica hemisférica, apoyada también por la CEPAL, sería suficientemente amplia como para incorporar la satisfacción de las necesidades comerciales mediante un comercio interregional y una coordinación en las áreas de finanzas, energía, seguridad alimentaria y bienes de capital.

En las cuestiones financieras, se indicó claramente que coordinación y concertación implicaban tan sólo una respuesta positiva y similar a las ejercidas por países e instituciones acreedoras, sin que esas actitudes tuvieran que llevar a, o derivar en, un “cartel o club de deudores”, o en la confrontación con los acreedores.

Una mayor coordinación y acuerdo de los deudores latinoamericanos permitiría (en opinión del CIES, pero fundamentalmente del SELA y de la CEPAL), establecer en forma institucional el procedimiento de renegociación de las deudas y modificar las condiciones impuestas por el FMI a sus prestatarios en los programas de ajuste, a fin de hacerlas más flexibles y adaptarlas a las condiciones y objetivos económicos y sociales de cada deudor de América La­tina. Se trataría de trabajar unidos para conseguir ventajas o condiciones favorables para la renegociación de la deuda externa de los países partes de tal esquema de integración y cooperación, que permita incluso la consolidación de posiciones comunes en foros internacionales, especialmente en el FMI.

En su discurso en la reunión del Consejo, el Secretario saliente del SELA, Carlos Alzamora, al referirse al endeudamiento latinoamericano, dijo que “el pago de las deudas requiere de condiciones justas, y América Latina tiene la capacidad conjunta para establecerlas si parte del principio inabdicable de que el primer compromiso es consigo misiņo, con la seguridad de su desarrollo y el bienestar de sus pueblos, y que los sacrificios que esta crisis le exige tienen que destinarse a consolidar su propio futuro”.32

Los países latinoamericanos acordaron (e insistieron) en la necesidad de que los pagos de la deuda no sean tan elevados que estrangulen la economía y provoquen inestabilidad política y social. Se acordó entonces trabajar con intensidad dentro del esquema provisto por el SELA y otros organismos como el CIES, buscando fórmulas para lograr ese objetivo.

La reunión del CIES se planteó como una Conferencia Especializada Extraordinaria sobre Financiamiento Externo, cuyo objetivo fundamental sería lograr acuerdos sobre el diagnóstico de la crisis, las medidas tendientes a distribuir equitativamente las cargas del ajuste, las soluciones al endeudamiento externo, y la revitalización de la relación entre finanzas y comercio; en suma, la recuperación del proceso de desarrollo de los estados de América Latina y el Caribe.

Aunque los países de América Latina y el Caribe demostraron contar con una fuerza bien cimentada para negociar, al hacer el diagnóstico de la crisis, al proponer las soluciones se advirtió que predominan aún conceptos y compromisos diferentes. El acuerdo se encontró casi vacío de contenido, y se vetó la posible renegociación conjunta de la deuda externa aunque era una vieja aspiración de algunos de los presentes.

Para no concluir la Conferencia Extraordinaria con tónica negativa, se decidió establecer una Comisión Especial sobre Financiamiento y Comercio, que mostró al menos la voluntad política de los gobiernos de América Latina y el Caribe de proseguir con el diálogo hemisférico sobre tan importantes cuestiones.

La Comisión Especial se reunió en Asunción, Paraguay, del 16 al 20 de octubre de 1983. En una de sus conclusiones más importantes señaló que encontrar una salida concertada y realista a los problemas financieros del área (enorme deuda externa, onerosa carga de su servicio, insuficiencia de divisas para atender compromisos financieros y mantener al mismo tiempo en marcha las economías de esos países), es una decisión eminentemente política. Por ello era deseable alentar y apoyar en todo a la Conferencia Económica Latinoamericana, propuesta por el entonces presidente ecuatoriano, doctor Osvaldo Hurtado Larrea que tendría lugar en Quito del 9 al 13 de enero de 1984.

El objetivo principal de la Conferencia de Quito era lograr una respuesta latinoamericana a la crisis económica internacional y a sus consecuencias para la región. Esta Conferencia tuvo el doble mérito de su oportunidad y de la insistencia en la concertación latinoamericana, posición defendida desde el principio por el presidente Hurtado, anfitrión de la reunión.

La Conferencia hizo un análisis de la crisis internacional y sus conclusiones fueron negativas, pero las que se refieren a su efecto sobre América Latina y el Caribe fueron francamente abrumadoras: en 1983, la contracción econó­mica de la región fue tres veces más severa que la del año anterior; el producto interno de América Latina se redujo en 3%; y considerando el crecimiento de la población, el nivel de bienestar de los habitantes de la región descendió en más del 5 % con lo que en el curso de los dos últimos años el deterioro de vida alcanzó un 9 %. La única salida que podía partir de ese diagnóstico se presentó así: “solidaridad fortalecida y concertación actualizada”.33

Pese a lo limitado de los resultados prácticos de estas reuniones regionales, su importancia política es grande, en primer lugar, porque en ella los gobiernos latinoamericanos manifiestan su renovada decisión de encontrar soluciones justas a los problemas de los países de América Latina y el Caribe, entre los que sobresale su endeudamiento externo y las consecuencias que origina. En segundo lugar, porque es en foros y reuniones como éstos, donde podrán irse conformando y consolidando los elementos que integren una estrategia latinoamericana concertada y amplia, de cuya dimensión financiera se presentan aquí algunos componentes.

Elementos importantes de una estrategia concertada latinoamericana en materia de renegociación de su deuda externa, podrían ser: a) el intercambio de información sobre volúmenes y perfiles de las deudas existentes, así como respecto a las condiciones de los contratos en vigor (interés, diferencial, otros pagos, plazos de amortización y períodos de gracia, tipos de condicionalidad, etc.); b) la asistencia técnica que implica reconocer que existen mejores negociadores internacionales en unos países que en otros, y que se deriva de la mayor socialización de la información necesaria; c) la adopción de criterios comunes para dar prioridad al uso de los ingresos en divisas por concepto de exportación, de manera que favorezca, en primer lugar, la adquisición de las importaciones necesarias (insumos, maquinaria, equipo, alimentos, etc.), convirtiendo el pago del servicio de la deuda externa y su principal, en uno de carácter residual. En otras palabras, no se trata de repudiar la deuda externa, sino de pagarla en función de los ingresos reales del país para que no se limiten sus posibilidades de crecimiento ni se generen, en el ámbito nacional, condiciones políticas y societies difíciles. Se busca pues, negociar plazos más largos para el pago de las deudas, mediante mecanismos diversos, entre los que destaca la conversión de los pagos de principal pendientes en créditos a largo plazo. Sobre los pagos de interés por encima de un máximo aceptable, se hace una propuesta más adelante.

Otro criterio común sería no aceptar diferenciales sobre las tasas de interés en vigor cada vez más altos en las nuevas renegociaciones. Si el diferencial mide, especialmente, el “riesgo soberano”, debe insistirse en que si se trata del mismo país y éste continúa manteniendo su propósito de honrar sus compromisos internacionales, el diferencial no debería convertise en una forma de castigo.

Además, por lo que toca a las tasas de interés, hay también una lucha común: los deudores deberían ponerse de acuerdo sobre los niveles que están dispuestos a aceptar, de forma tal que sin que éstos se traduzcan en pérdidas intolerables para los acreedores, permitan a los deudores servir sus deudas sin tener que acudir a posiciones desesperadas (como una moratoria porque es materialmente imposible saldar los compromisos debido a la intransigencia de los acreedores).

Otro criterio común sería ponerse de acuerdo en el máximo que los países pueden aceptar en el coeficiente de servicio de su deuda externa (coeficiente que testimonia la estrecha vinculación entre comercio y finanzas). Es decir, acordar la proporción máxima que sus erogaciones por servicio deben representar respecto a sus ingresos en divisas por concepto de exportaciones. Si se decide, por ejemplo, que tal proporción no debería exceder de un determinado porcentaje de dichos ingresos, pero los intereses adeudados superan ese volumen de recursos, podría acordarse también convertir ese excedente en un nuevo préstamo a largo plazo, de manera que el interés al que este nuevo préstamo dé lugar (idealmente negociado a plazos más largos y a tasas de interés más convenientes), adicionado a aquel que representa el inicialmente acordado, haga menos grave que hoy la situación que tenemos países, como México, para los que la carga por ese servicio absorbe hasta 50% y más de sus ingresos por exportaciones. (Un 20 o 25% por ejemplo, permitiría a un país como México un futuro más promisorio.)

Otros criterios podrían adicionarse a esta lista inicial, cuyo principal objetivo es reflexionar sobre las que podrían ser las bases de una estrategia que apelara a la unión en defensa de intereses comunes. Se trata de hallar una forma menos hostil o agresiva para los acreedores (como serían percibidos una moratoria regional o un cartel de deudores) y con menos posibilidades de que se bloquee o desarticule y, por lo tanto, capaz de reproducirse en otras esferas. Tal estrategia de concertación financiera buscaría, además, evitar que las crisis que hoy se han definido principalmente como de liquidez (al margen de sus elementos estructurales), acaben convirtiéndose en auténticas crisis de solvencia. Es de esperarse que a partir del esfuerzo de la reunión de Quito otras reuniones latinoamericanas se lleven a cabo, a fin no sólo de esgrimir su defensa frente a los embates de los acreedores que parecen subir los intereses y acortar los plazos de los préstamos a voluntad sino, sobre todo, para ir sentando firmemente las bases de un nuevo regionalismo que tenga por objetivo el predominio de la solidaridad y la concertación entre las naciones latinoamericanas a fin de mejorar su posición negociadora en un mundo que es cada vez más interdependiente y debería, por tanto, ser cada vez más equitativo.
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* Este artículo se terminó de escribir y revisar en enero de 1984.

1 Este planteamiento se comenta con más detenimiento en un trabajo de la autora, “Limits and Prospects of the International Financing System”. Documento de Información UNIDO/PC. 46, Primera Reunión de Consulta sobre Financiamiento Industrial, Madrid, octubre 18–22, 1982.

2 Tan sólo en el mercado de euromonedas, la deuda mexicana alcanzó a representar 5.7% de todos los eurocréditos canalizados a todos los países del mundo, al 11.0% ya en 1975. Ese porcentaje se mantuvo relativamente elevado el resto de la década; inclusive de 1977 a 1979 México fue el primer país del euromercado. A partir del presente decenio esa situación se ha modificado y México ha vuelto a los niveles de 1973, tanto porque el mercado se ha reducido, y la demanda de algunos países industrializados ha aumentado, como porque la enorme deuda mexicana desalienta a los banqueros.

3 Cuando ya era clara su concepción como “mecanismo de ajuste” de los desequilibrios internos (I-S) y externos (X-M), menos inflacionario y que atentaba menos contra los intereses del gran capital, que otras medidas y reformas de carácter estructural.

4 Michael Mofľit, “Global Banking Goes for Broke”, The Progressive. Febrero, 1983, pp. 20–24. La renegociaçión de ese año, de aproximadamente 23 000 millones de dólares del principal, relajó, como se verá más adelante, muchos de esos temores.

5 Así, el tipo de cambio pasó de 27 pesos por dólar que prevalecía a principios de ese año, a casi 50 pesos a mediados del mismo, sólo para fluctuar entre 100 y 200 pesos después de los controles de cambio de septiembre, y estabilizarse, relativamente, en torno a los 150 pesos y al lado de otros dos tipos de cambio: el especial, para importaciones preferenciales, en torno a 100 pesos, pero a la baja; y el controlado, para pagar la deuda externa, en torno a 90 pesos y también a la baja. Este tipo de cambio llamado “mexdólar” desapareció el 15 de marzo de 1983. Meses más tarde se decretó un deslizamiento de 13 centavos diarios del tipo de cambio libre, a fin de tener depreciaciones anuales del peso frente al dólar de un 34 por ciento.

6 Según el Banco de Pagos Internacionales, en los primeros nueve meses de 1982, los préstamos al área se.redujeron en 4 200 millones de dólares; en igual período de 1981, esos países pudieron obtener 4 000 millones de dólares nuevos (. Excélsior , 19 de enero de 1983).

7 New York Times , septiembre 7, 1982.

8 Ibid .

9 Ibid.

10 Tras el vencimiento de enormes dificultades fundamentales relacionadas con la salida del acuerdo inicial de un buen número de bancos pequeños y la necesidad de remplazados con otros, ya saturados.

11 Unomásuno, 24 de septiembre de 1982..

12 The New York Times , 22 de febrero de 1983. Todas las citas de Clausen provienen de este artículo.

13 The Christian Science Monitor, 10 de febrero de 1983.

14 Excélsior 11 de febrero de 1983.

15 Excélsior , 30 de diciembre de 1982.

16 Departamento del Tesoro de Estados Unidos, Treasury News , Washington, D.C., diciembre 22, 1982.

17 Ibid.

18 Excelsior , 30 de diciembre de 1982.

19 The Banker, diciembre, 1982, pp. 63,.84.

20 Fondo Monetario Internacional, IMF Survey, Washington, D.C., 15 de noviembre de 1982, p. 366.

21 The Banker, op cit.

22 IMF Survey, op cit., p. 366.

23 Excélsior , 22 de marzo, 1983.

24 Excelsior, 1 de octubre de 1983.

25 Citado en Excélsior , 27 de septiembre, 1983.

26 “México under the IMF”, 20–26 de agosto de 1983, pp. 19–22.

27 Citado en: Oscar González López, “El Fondo ante América Latina”, Excélsior.

28 Time , 19 de septiembre de 1983. La compañía de referencia aparentemente se ha declarado en quiebra.

29 Excélsior , 25 de septiembre, 1983.

30 Excélsior , 3 de diciembre, 1983.

31 En enero de 1984 México avanzó de manera importante en un nuevo crédito sindicado por 3 800 millones a 10 años plazo con casi 6 de gracia y un diferencial de 1.5% sobre la LIBOR. Este es un éxito sin duda, pero no desvanece los temores de que el problema no ha sido resuelto del todo. Observadores concuerdan en que Í987 puede ser un año muy difícil para México, pues vence el período de gracia del crédito moratorio, y ese año también llegan a su término otros vencimientos. De ahí la necesidad reiterada en estas páginas de buscar soluciones, tanto a nivel nacional como regional.

32 Excélsior , 21 de septiembre de 1983.

33 Discurso del Secretario de Relaciones Exteriores de México, Bernardo Sepúlveda, en la sesión inaugural de la Conferencia Económica Latinoamericana, 12 de enero de 1984.





EL COMERCIO DE GRANOS: ¿NUEVA COOPERACIÓN ECONÓMICA ENTRE MÉXICO Y ESTADOS UNIDOS?

GUSTAVO VEGA

El Colegio de México

LA POLÍTICA TAN VISIBLE DE Estados Unidos hacia Centroamérica desvió la atención de importantes cambios en su política económica exterior en los años 1982–1983. Esos cambios se refieren, por un lado, a las políticas del gobierno de Estados Unidos para asistir a México y otros países latinoamericanos a superar la crisis financiera; por otro, a la instrumentación de principios de política comercial para México, cuyo efecto para el curso de las relaciones económicas entre México y Estados Unidos son de gran trascendencia vistos desde la recuperación del intercambio económico bilateral.

En el período de calma temporal que ha seguido a la crisis financiera de 1982, es conveniente revisar las premisas básicas de las acciones del gobierno norteamericano en la generación del denominado “programa de rescate”. En el artículo de R. Green, “Estados Unidos frente a la crisis financiera mexicana” (pp. 41–59 de este mismo volumen), se detallan los factores y lincamientos básicos que condicionaron la acción para “rescatar” a México, particularmente en el ámbito financiero y las perspectivas de la deuda mexicana. Trato en este ensayo un aspecto del programa de rescate relacionado estrechamente con el comercio bilateral, el cual analizado con otros acontecimientos de 1983 en esa área, nos permitirán identificar los nuevos lincamientos de la política comer­cial de Estados Unidos hacia México. Me refiero a la autorización que se concedió a nuestro país para participar en el Programa de Garantías Crediticias por 1 000 millones de dólares (ampliando luego en 300 millones más), del fondo de la Commodity Credit Corporation (CCC), para facilitar las compras mexicanas de granos y otros productos agrícolas norteamericanos.

Esta acción del gobierno norteamericano fue relativamente eficaz para permitir la adquisición de buena parte de los alimentos que nuestro país requeriría con urgencia en 1982–1983, pero mostró también limitaciones claras para resolver problemas importantes del comercio agrícola derivados de la crisis financiera. Sin las garantías de crédito, México no hubiera encontrado líneas de crédito comerciales en los Estados Unidos en 1982–1983. Tras la nacionalización bancaria y el control de cambios, ninguna institución crediticia norteamericana se mostró dispuesta a otorgar crédito para las compras mexicanas. Pero al mismo tiempo, los factores que llevaron a escoger este mecanismo en lugar de otros disponibles y la forma que se puso en práctica revela que las garantías crediticias no resolvían un problema básico del comercio bilateral agrícola actual: asegurar el abastecimiento de los productos agrícolas que requiere México con la reducida capacidad de pago o de crédito de nuestro país.

El argumento que presento en este artículo es el siguiente: el gobierno de Estados Unidos en su política agrícola internacional se guía en esencia por objetivos económicos o por objetivos de política exterior global.1 En el primer caso, la meta es mantener un funcionamiento eficiente del sector agrícola norteamericano en particular y de la economía norteamericana en su conjunto. En el segundo caso, el énfasis es la promoción del interés norteamericano en sus relaciones con otras naciones, por medio del poder alimentario para obtener concesiones de esas naciones en áreas distintas a la alimentaria, o a través de programas de asistencia para el desarrollo, los que normalmente buscan promover la autosuficiencia alimentaria de los países receptores de la ayuda y la estabilidad de los precios internacionales de los productos agrícolas.

Para conseguir estos objetivos básicos, el gobierno estadounidense ha creado una serie de mecanismos institucionales.. Uno de ellos —instrumento clásico para la asistencia del desarrollo económico— es la Ley Pública 480 por medio de la cual se da ayuda alimentaria a países que sufren carestía crónica de alimentos. Un instrumento de política exterior es el Programa de Créditos Mixtos GSM-5 de la CCC, que combina créditos a tasas comerciales con créditos “blandos”.

En cuanto al objetivo de política económica un instrumento generalmente utilizado es el Programa de Garantías Crediticias de la CCC. Este programa ha sido diseñado para aumentar las exportaciones estadounidenses de productos agrícolas; de esa manera, los compradores que no son aptos para obtener créditos comerciales normales pueden adquirir a crédito de hasta 3 años productos agrícolas norteamericanos.

Estados Unidos, al responder a la crisis de pagos mexicana autorizando la participación de México en el Programa de Garantías Crediticias de la CCC, revelaba claramente su intención de promover sus intereses económicos y no considerar ningún otro objetivo asistencial o de política exterior. Mantener el mercado mexicano para sus exportaciones agrícolas fue el objetivo básico propuesto.

El factor principal en esta decisión norteamericana es que predomina en su gobierno la idea de que la crisis mexicana es de liquidez y no de solvencia. Además, se decidió aplicar a México el denominado principio de “graduación” el cual impone la gradual eliminación del tratamiento especial que ha venido recibiendo México de Estados Unidos en el comercio y en otras áreas de relaciones internacionales así como la incorporación de nuestro país al sistema de relaciones que regula el comercio entre los países industrializados.

Al ponerse en práctica el programa de garantías en 1982 México consiguió buena parte de los productos agrícolas que requería. Pero debido a una nueva mala cosecha en 1983, se vio forzado a solicitar un aumento en los topes fijados a su línea de crédito, una autorización para participar en el Programa de Créditos Mixtos de la CCC y, posteriormente, una reasignación de 500 millones de dólares del presupuesto de 1984 asignado a la CCC para aplicarse en 1983, y facilitar así las compras mexicanas. Estados Unidos autorizó un aumento de 200 millones en los topes fijados al fondo de la CCC en febrero de 1983, negó la participación de México en el Programa de Créditos Mixtos y autorizó, en septiembre de 1983, una reasignación de sólo 100 millones del presupuesto de 1984.

En esa actitud se veían los límites del programa de garantías: no se resolvían plenamente las compras de México en situaciones tales como en 1983 la necesidad de importar granos superaba la capacidad de pago y de crédito de México. Tampoco alcanzaba el objetivo de asegurar el mercado mexicano, ya que nuestro país se vio obligado a recurrir a otros países como Canadá en 1983 y Argentina en 1984 para asegurar el abastecimiento de granos en 1984.


La crisis financiera mexicana de 1982–1983 y el comercio agrícola entre México y Estados Unidos

Mucho se ha discutido acerca de los factores que provocaron la crisis financiera de México en 1982. Sin duda, uno muy importante fue la mala administración de la economía del gobierno mexicano en el sexenio pasado, pero el problema de la deuda resultó de una verdadera erosión económica global. A causa de los incrementos en los precios del petróleo en 1974 y en 1978–1979, Brasil y otros países importadores de crudo aumentaron su deuda externa. Irónicamente, lo mismo ocurrió en México, que contrajo grandes deudas amparán­dose en sus perspectivas energéticas.

La carga de la deuda aumentó debido al alto nivel que alcanzaron las tasas de interés entre 1980–1982 por las contradicciones de la política económica aplicadas en Estados Unidos: expansión fiscal y restricción monetaria. Además, ocurrió el desenlace de la peor recesión mundial desde la gran depresión, cuyos efectos se hicieron sentir en el volumen y precio de las exportaciones latinoamericanas, dado que los precios de los productos básicos descendieron a los niveles más bajos en cincuenta años.

En suma, entre 1981–1982 la economía mundial pasó de la inflación a la situación contraria, y la carga de la deuda contraída previamente en condiciones razonables —e incluso ventajosas— se volvió onerosa. El virtual incumplimiento de Polonia en 1981, preparó el terreno para una reacción en los mercados internacionales de crédito. Al suspender México y Argentina sus pagos a mediados de 1982, la crisis que ocasionó la falta de confianza en el mercado fue cobrando cuerpo hasta convertirse en un fenómeno regional.

La regionalización de la crisis, puso al sistema financiero internacional en situación vulnerable. El monto de la.deuda de México y Brasil asciende al 90% del capital de los nueve bancos más importantes de Estados Unidos. La falta de pagos de estas deudas sería devastador para los bancos y afectaría la economía de los países industrializados, si los bancos, a medida que disminuyeran el capital, se vieran forzados a reducir su monto total de crédito, incluyendo el interno.

Señalo la vulnerabilidad del sistema financiero internacional para advertir que el propósito del gobierno norteamericano con el paquete de rescate de México, Argentina y Brasil fue estabilizar las finanzas internacionales y asegurar los préstamos comerciales en América Latina.2

Los efectos de la crisis latinoamericana en el sistema financiero norteamericano e internacional fueron lo suficientemente evidentes como para advertir a las autoridades monetarias estadounidenses que se necesitaba una respuesta flexible que diera ciertas garantías de estabilidad. Esto explica la colaboración estrecha de la Reserva Federal y el Departamento del Tesoro con el FMI para tratar los casos críticos, y la presión que ejercieron sobre la banca privada y para persuadir al gobierno de Reagan a cambiar de la oposición radical en apoyo decidido al aumento sustancial de las cuotas del FMI, que aumentaron en 50%.3 Curiosamente, el Departamento del Tesoro y la Reserva Federal sirvieron de agentes en la compra y el pago por adelantado de petróleo mexicano para la Reserva Estratégica de los Estados Unidos, y en la inclusión de nuestro país en el Programa de Garantías Crediticias de la CCC, para facilitar la adquisición mexicana de granos y otros productos agrícolas norteamericanos. En principio, había aquí un reconocimiento a la gravedad de la crisis financiera mexicana y a la necesidad de financiamiento pues ésta superaba con mucho los créditos de emergencia concedidos por el Banco de Pagos Internacionales de Basilea, los bancos centrales de los principales países acreedores de México y el Banco de la Reserva Federal estadounidense.

¿Podemos, empero, hablar de consideraciones especiales para nuestro país? Los términos de la venta del petróleo, los precios fijados, y el pago por anticipado hablan de cierta flexibilidad del gobierno norteamericano, pero sería un error interpretar estos hechos como un trato especial a nuestro país (como podría ser la autorización para participar en el programa de garantías crediticias).4 ¿Qué significado tenía y qué factores llevaron a incluir este rubro dentro del programa de rescate de México? Antes de responder, creo que es importante revisar brevemente la necesidad de granos y otros productos agrícolas que nuestro país ha tenido en los últimos años, y la importancia del mercado mexicano para el comercio de granos y de productos agrícolas norteamericanos.

El complejo de granos en México ha tenido desequilibrios constantes a causa de la política oficial de modernización del sector agrícola y de su integración en el mercado mundial desde los años sesenta. Empezó entonces a crecer la brecha entre la oferta de alimentos producidos por la agricultura mexicana y las necesidades básicas de la población; así, en 1980 la oferta apenas alcanzó la mitad de la demanda.5

Actualmente, y pese a la creación de programas tales como el Plan Nacional de Alimentación (PNA), que se ha propuesto resolver esta crisis, se importan entre 6 y 9 millones de toneladas de granos para remplazar a los que no pueden producirse; estas importaciones provienen casi en su totalidad de Estados Unidos. Hecho poco conocido, pero que puede ayudarnos a entender la respuesta norteamericana en 1982, es la importancia, volumen y cantidades que han llegado a tener esas importaciones. De 72 millones de dólares en 1964 las importaciones de alimentos alcanzaron en 1981 dos mil quinientos millones de dólares. Este incremento significa que México, hasta la crisis en 1982, se había convertido en el tercer mercado de mayor importancia para las exportaciones agrícolas norteamericanas, que incluían trigo, maíz, sorgo, frijol, frijol de soya y aceite de soya, arroz, etcétera.6

Para Estados Unidos, el aumento de exportaciones de granos y otros productos agrícolas que necesita nuestro país han servido para aminorar el déficit comercial de los últimos años. México, Japón, Canadá y Holanda reciben 39% del comercio agrícola norteamericano. En 1981, Mexico absorbió 7% de las exportaciones.agrícolas totales de los Estados Unidos y 6.3% de las exportaciones de granos.7 Dado el énfasis que ponen en la exportación la Ley de Comercio de 1974 y la Ley Agrícola de 1981 resulta claro el enorme interés que los Estados Unidos tienen en este rubro del intercambio bilateral.

En suma, para México, el comercio de granos es una necesidad, producto de la crisis de su agricultura; para los Estados Unidos, el mercado mexicano es vital para disminuir su déficit comercial en aumento que en 1983 superó los 69 400 millones de dólares.8

Antes de referirnos a las consecuencias que en este rubro tubo la crisis financiera mexicana en 1982, me referiré a la forma en que se ha administrado y manejado el comercio de granos entre ambos países.

En 1980 México incrementó la importación de granos. A causa de la sequía de 1979 —una de las peores en la última década—, en 1980 México solicitó la compra de cerca de nueve millones de toneladas de granos con un valor cercano a los dos mil quinientos millones de dólares. Dado que es a través de CONASUPO que se realiza la distribución de granos importados, las compras se han efectuado entre México y los Estados Unidos por medio de Acuerdos de Abastecimientos de Granos de gobierno a gobierno; con ellos el gobierno de Estados Unidos (su Departamento de Agricultura) sirve de agente a empresas y agricultores norteamericanos, y se compromete a asegurar proveedores por las cantidades solicitadas. Estas se fijan normalmente por un rango cuyos extremos son una cantidad mínima y una máxima que en 1981 se fijaron en 6.15 y 8.18 millones de toneladas respectivamente.9

Por decisión expresa de ambos gobiernos estas transacciones se habían venido realizando en términos estrictamente comerciales, al contado o con créditos comerciales a los que accedía el gobierno mexicano sin ningún tipo de participación o asistencia del gobierno norteamericano.

Ahora bien, pese a la buena cosecha de 1981, México advirtió que necesitaba importar alrededor de 5.1 millones de toneladas para 1982. En la reunión de Reagan y López Portillo (Campo David el 8 y 9 de junio de 1981) se ratificó un nuevo acuerdo de abastecimiento de granos por 4.57 millones de toneladas; quedó abierta la opción de revisar las cantidades en diciembre de ese año.10 Una de las consecuencias principales de la crisis de agosto de 1982 fue que México se encontró sin las divisas suficientes para pagar las importaciones de granos solicitadas las cuales según se mostraría más adelante inclusive no cubrirían las necesidades del país.11 A la falta de divisas se añadió la nacionalización de la banca y el establecimiento del control de cambios. México se encontró entonces sin la posibilidad de conseguir créditos normales para financiar sus adquisiciones. Ningún banco o empresa norteamericana se mostró interesado en otorgar crédito a México en una situación que se vislumbraba como extremadamente insegura. Ante esta situación el gobierno mexicano solicitó asistencia del gobierno norteamericano y éste respondió autorizando la participación de México en el Programa de Garantías Crediticias del fondo de la CCC. El significado de esa autorización, empero, sólo puede entenderse plenamente si se tienen en cuenta los objetivos de la política agrícola internacional de Estados Unidos.

En términos generales la política agrícola internacional de Estados Unidos busca cuatro objetivos básicos. El primero y más importante es mantener el buen funcionamiento del sector agrícola norteamericano, que tradicionalmente resulta una función del avance tecnológico, de la protección al agricultor contra la depresión de los precios ocasionados por sobreproducción y finalmente se favorece al ingreso del sector agrícola en su conjunto.12

El segundo objetivo —que se relaciona con la política económica interna de Estados Unidos— es mantener el buen funcionamiento de la economía norteamericana en su conjunto. Por tradición, las principales metas de la política económica norteamericana eran la estabilidad de precios y el pleno empleo. En la actualidad, obtener un adecuado equilibrio en la balanza de pagos y controlar la inflación son las metas principales. Desde esta perspectiva una de las variables de mayor interés relacionado con el sector agrícola es la del adecuado nivel de precios de los productos agrícolas dado que éstos pueden propiciar la inflación.13

El tercer objetivo son las metas importantes que se deben alcanzar en política exterior. Estas se orientan bien a utilizar el “poder alimentario” para influir en la conducta de gobiernos extranjeros en áreas no relacionadas con la alimentación o a crear instituciones que permitan mantener ciertas políticas globales.14 En el primer caso, Estados Unidos aprovecha normalmente solicitudes de otras naciones de productos agrícolas norteamericanos para obtener de ellas concesiones diplomáticas.15 En el segundo, generalmente se plantean cuestiones como la búsqueda de mecanismos que permitan, por ejemplo, estabilizar las compras soviéticas de granos, para evitar el desequilibrio de los mercados internacionales de granos, o la creación de un sistema en el que los principales exportadores e importadores de granos acepten reglas que permitan evitar el desequilibrio de los precios internacionales.16

El último objetivo de la política agrícola internacional norteamericana es la asistencia para el desarrollo de otras naciones. En este caso, el gobierno de Estados Unidos provee de alimentos a países pobres que sufren carestías crónicas y mala nutrición; buscan también influir en la política de los países en desarrollo fomentando políticas agrícolas que les permitan abastecerse por sí mismos. Una meta, normalmente aceptada, de los programas de asistencia alimentaria es la búsqueda de un grado adecuado de ayuda que evite el incrementó desproporcionado de los precios mundiales de los productos agrícolas.17 Ahora bien, señalo los objetivos básicos de la política agrícola internacional de Estados Unidos para mostrar que, por lo general, el gobierno norteamericano procura alcanzar cada uno de estos objetivos por medio de una serie de instrumentos institucionales diseñados con ese objeto. Así, por ejemplo, uno de los principales instrumentos utilizado por el gobierno norteamericano desde la Gran Depresión, para mantener el buen funcionamiento del sector agrícola, es el “programa de productos” (Commodity Program), el cual se propone incrementar el ingreso de los agricultores con la limitación de la oferta del producto, mediante la reducción de las tierras cultivables.18

Así también, los principales instrumentos diseñados por Estados Unidos para alcanzar sus objetivos de política exterior son la Ley Publica 480, controles formales para las exportaciones y la negociación de acuerdos comerciales internacionales. En el caso de la ayuda para el desarrollo de otras naciones, los instrumentos básicos son paquetes de ayuda alimentaria o programas globales de asistencia para el desarrollo. Estos incluyen ayuda financiera o técnica y se otorgan de manera bilateral o multilateral.19

En la solicitud de asistencia hecha por México es evidente que el gobierno norteamericano podía recurrir a una amplia gama de instrumentos, pero ello dependía del objetivo que persiguiera en la política comercial hacia México, y éste, a su vez, estaría condicionado por la idea que se tuviera de la crisis mexicana.

El primer elemento de consenso entre los diversos órganos encargados de la política agrícola internacional estadounidense, fue que la crisis financiera mexicana era de liquidez; su superación dependería del manejo adecuado del gobierno mexicano de su política económica, que debía lograrse con un programa de estabilización y ajuste en acuerdo con el FMI.20 El gobierno mexicano debía tomar una serie de medidas económicas que le permitirían superar la crisis en corto plazo.

La crisis de pagos no afectaba la solvencia ni el nivel de desarrollo económico alcanzado por México en los últimos años, que se expresaba en su gran potencial petrolero, avanzado desarrollo industrial y alto ingreso nacional per capita. Pero en el comercio agrícola eran evidentes los efectos de la crisis de pagos y que México no podía pagar por las importaciones de granos acordados para 1982. Por otra parte, la pérdida de dinamismo de la exportación agrícola norteamericana en 1981 y el elevado déficit de su balanza comercial recomendaban conservar el mercado mexicano, uno de los más importantes para las exportaciones agrícolas.21

Desde esta perspectiva, resulta obvio que cualquier concesión quedaba fuera de discusión. México se encontraba en una situación de crisis de pagos, pero no afectaba su posición como país de mayor desarrollo relativo entre los subdesarrollados; lo que le excluía de cualquier programa asistencial.22

Tampoco se planteó la posibilidad de buscar algún recurso diplomático o crear algún tipo de institución para estabilizar el comercio bilateral durante el período de reducción de la capacidad importadora que contempla México por lo menos hasta 1985. Fijado el objetivo de la respuesta norteamericana, una de las primeras cuestiones que se plantearon fue la identificación del mecanismo o mecanismos adecuados para conseguirlo.

Luego de negociaciones en las que participaron el Departamento del Tesoro, la Reserva Federal, el Departamento de Agricultura y el Representante Comercial de la Casa Blanca, se decidió que el mecanismo indicado era el Programa de Garantías Crediticias de la CCC.23

Este es un mecanismo para incrementar el ingreso de los agricultores por medio de la expansión de la demanda internacional de productos agrícolas. Esa expansión se logra propiciando el aumento de las exportaciones estadounidenses de productos agrícolas con un programa de garantías que permite a los compradores adquirir a crédito con un plazo de hasta tres años.

Uno de los hechos que concede base al argumento de que la autorización a México para participar en este programa reconoció un trato especial a nuestro país es el relativo a que normalmente México no es elegible para participar en este programa. Generalmente, la participación en el programa de garantías se reserva para países que no gozan de líneas de créditos comerciales normales, sea por su insolvencia o porque no cumplen con los requisitos fijados por las instituciones de crédito.24

Como dije arriba, México no poseía las características que le permitieran entrar en el programa de la CCC.25 Sin embargo, y pese a alguna oposición del Departamento de Agricultura, se acordó que ese programa serviría como el mecanismo idóneo para permitir la compra que no podía hacer el gobierno mexicano a causa de la crisis de liquidez.26 Aunque la inclusión de algún país en este programa supone, normalmente, la promesa de nuevos y más amplios mercados, sus lincamientos generales permitían que el mantenimiento de un mercado tan importante sirviera como criterio de selección.

Además, en ningún sentido el programa implica asistencia o ayuda monetaria; es una manifestación informal de acceso a productos norteamericanos. El gobierno norteamericano no tiene ninguna intervención en este programa, excepto en el caso dé incumplimiento del gobierno o del comprador. En este sentido, era similar al Acuerdo de Abastecimiento de Granos que había celebrado con México.27

Decidido el mecanismo apropiado, el Departamento del Tesoro solicitó un incremento al tope fijado para 1982 de los créditos de la CCC ante la Oficina de Administración y Presupuesto (OMB) de la Casa Blanca. Esta permitió un incremento del 36 por ciento de 2 800 millones de dólares a 3 800 millones. Estos 1 000 millones se destinaron a México como parte del paquete de rescate preparado por el Departamento del Tesoro y la Reserva Federal.28

A finales de 1982 sin embargo, y tras los desastrosos resultados de las cosechas de ese año (disminución global de la cosecha de granos de 24%) en México se hizo evidente que el crédito no bastaría para cubrir las necesidades de productos agrícolas. En efecto, a principios de 1983, México solicitó un incremento al tope oficial de la CCC, argumentando que de otra manera no le sería posible conseguir los créditos para llenar la necesidad de granos y otros productos. La solicitud obtuvo respuesta positiva: el Departamento del Tesoro autorizó un crédito por 200 millones de dólares adicionales en febrero de 1983.29 El Departamento de Agricultura se opuso porque se afectaba a otros países.30 Pero aún ese incremento no fue suficiente y el gobierno mexicano presentó una solicitud en febrero de 1983, esta vez para participar en el Programa de Créditos Mixtos (GSM-5) de la CCC.31

México justificó su participación con la difícil situación que había propiciado la crisis financiera y las terribles consecuencias de la cosecha de 1982. Sin embargo, el gobierno norteamericano negó la solicitud mexicana, alegando que no podía otorgar créditos asistenciales a un país que, como México, tenía suficiente solvencia y poder económico para satisfacer sus necesidades por medio de los mecanismos comerciales.32

A pesar de la negativa, poco después México hizo un nuevo intento de asegurar créditos para la compra de productos agrícolas. Cerrados los créditos mixtos, México presentó nueva solicitud dentro del Programa de Garantías Crediticias, no para pedir ampliación al tope de las líneas de crédito correspondiente al año fiscal de 1983, sino una reasignación por 500 millones de dó­lares de los correspondientes a los créditos del año de 1984 para aplicarse al año de 1983 y facilitar así las compras que necesitaba.33

Mientras se estudiaba esta solicitud, y forzado por la necesidad de asegurar los productos agrícolas que le faltaban, México dio pasos que provocaron cierta tensión con el gobierno norteamericano.

Primero, México pidió utilizar 75 millones de dólares de garantías crediticias autorizadas para adquirir maíz de Estados Unidos en lugar de trigo, como se había pactado. Hizo esa solicitud porque empezó conversaciones con Canadá —y sin el conocimiento de Washington— para conseguir trigo a base de documentos de crédito. El Departamento de Agricultura, luego de autorizar el cambio de destino de las garantías crediticias, supo de las adquisiciones de trigo en Canadá, con el consecuente disgusto porque se había “manipulado” ese renglón.34

El segundo paso fue la compra que hizo México a Estados Unidos, en junio de 1983, de 115 millones de dólares de maíz con sólo 15 millones de dólares disponibles como garantías del crédito de la CCC. Esta acción, más que como un recurso del gobierno mexicano forzado por la necesidad, se interpretó como fórmula de presión para forzar una resolución favorable a la petición mexicana de reasignación del crédito de la CCC.35 A causa de los problemas de la enorme deuda y del programa de estabilización, resulta difícil suponer que México obtendría créditos por la diferencia de 100 millones de dólares sin posteriores garantías de la CCC. Sin embargo, el gobierno norteamericano estaba consciente de que México no contaría con maíz suficiente para julio y agosto, en virtud de cálculos del Departamento de Agricultura sobre la cosecha mexicana.36 Dada la situación, parecía difícil una negativa norteamericana, pero en septiembre el Departamento del Tesoro, tras consultar con la OMB, decidió reasignar únicamente 100 millones de dólares del presupuesto de 1984 y no los 500 millones que se habían pedido. El gobierno norteamericano consideró que México había recibido ya suficientes garantías de crédito durante el año.37 Era obvio que la autorización de 100 millones se proponía cubrir y garantizar las compras mexicanas de maíz efectuadas en junio.

¿Qué enseñanzas se pueden obtener del estudio de este caso respecto a la política norteamericana hacia México en el período analizado?

El crédito preparado para México revela que el gobierno norteamericano reconocía la vulnerabilidad de importantes áreas de su economía en relación con la crisis financiera mexicana. No sólo su sistema financiero, sino también un renglón importante de su comercio de exportación se veía afectado por la crisis financiera mexicana. En los términos de sus créditos, el gobierno nor- teamericano reconocía las características peculiares de nuestro país —derivada de su posición geopolítica—, pero también señalaba los límites para cualquier intento que hiciera México por conseguir un trato especial.

Al incluir a México en el Programa de Garantías Crediticias, Estados Unidos respondió pronta y eficazmente, para hacer posible la compra de productos que nuestro país necesitaba. Al mismo tiempo, mostraba una clara percepción y orientación política respecto a la crisis mexicana y al trato que nuestro país debía recibir de acuerdo con la política comercial norteamericana.

En primer lugar, definió la crisis de México como de liquidez, lo que no afecta su posición como un país económicamente maduro, con gran capacidad productiva y alto ingreso per capita. El Estado norteamericano reconoce a México como un país con un gran avance industrial que lo distingue de la mayo­ría de países subdesarrollados. Según esta concepción, México se equipara a un número selecto entre los países en desarrollo, los denominados NICS (Newly Industrialized Countries) como son Brasil, Corea, Hong Kong, Singapur y Taiwan.

La inclusion de México en el programa de garantías de crédito se contempló como medida de corto plazo, bajo la promesa de que, en breve tiempo, México recuperará su antigua posición de cliente cuyas compras se hacen en efectivo o según las normas de créditos comerciales normales.

Por otra parte, desde la perspectiva comercial, el status de NIC imponía líneas claras al tratamiento adecuado para México. Su fortaleza y nivel económico le excluían para participar en cualquier programa asistencial. Se requería, pues, una transición de corto plazo de cliente de contado a cliente de crédito, siempre dentro de la relación comercial en la que predomina el mercado y el libre cambio como principal mecanismo de asignación de recursos.

Esta actitud se halla estrechamente unida al principio de graduación que Estados Unidos insiste, cada vez con mayor énfasis (en organismos y foros internacionales, particularmente en la última Ronda de Negociaciones Comer­ciales Multilaterales del Acuerdo General de Aranceles y Comercio, GATT), en la necesidad de aplicar a los denominados NICS.

Como dije antes, Estados Unidos desea eliminar el trato preferencial y diferenciado que en materia comercial y en otras áreas de relaciones económicas internacionales han venido recibiendo los países en desarrollo más avanzados.38

Este trato especial del que gozan los NICS consiste principalmente en el derecho a proteger sus industrias nacientes, el acceso preferencial arancelario que reciben en el mercado norteamericano, la oportunidad para otorgar subsidios a sus exportaciones no tradicionales, la no obligación a dar concesiones recíprocas en las negociaciones arancelarias y la virtual libertad para establecer restricciones cuantitativas a sus importaciones.39

En materia comercial, el trato preferente implica por un lado, que países como México protejan sus mercados nacionales y por otro, que tengan mejores condiciones de acceso al mercado norteamericano. En el primer caso, algunos de los NICS —como México— no otorgan reciprocidad en negociaciones arancelarias (protegen con aranceles y otros mecanismos su mercado interno e implantan controles cuantitativos a las importaciones para apoyar su producción nacional y equilibrar su balanza de pagos). En el segundo caso, gozan de diversos sistemas para favorecer la expansión de las exportaciones no tradicionales (el caso del Sistema General de Preferencias, SGP), y exigen que se les reconozca el derecho de subsidiar sus exportaciones sin estar sujetos a derechos compensatorios.40 Así como el trato especial del que se han beneficiado los países en desarrollo comprende los dos aspectos mencionados, en Estados Unidos se dice que la graduación deberá tener dos aspectos. Por un lado deberá eliminar el trato favorable para mantener mercados cautivos; por otro, los NICS deberán sujetarse a las reglas generales que prevalecen en las negociaciones comerciales internacionales y, en general, en los organismos económicos internacionales.

Con arreglo a esta política, México deberá ser excluido del SGP y seguirán limitadas sus exportaciones hasta que no sujete su política comercial a las reglas que prevalecen en las relaciones entre los países miembros del GATT. Al menos, debe firmar algunos de los códigos de conducta establecidos a raíz de la ultima reunión de Negociaciones Comerciales del GATT en Tokio.41

En el área agrícola comercial, según el principio de graduación México debería liberar su comercio, pagar en efectivo o conseguir créditos comerciales por su compra de productos agrícolas, y, en cualquier caso, permanecer fuera de los programas de ayuda alimentaria. A excepción de la autorización en 1982 en la cual México se benefició con 60 000 toneladas de leche en polvo descremada, el gobierno de Estados Unidos no contempló la posibilidad de incluir a México en programas de asistencia o ayuda para el desarrollo, ni ha propuesto la búsqueda de algún mecanismo de estabilización del comercio agrícola bilateral en los próximos años.

Cabe recordar que por razones de política interna, México nunca había mostrado interés por participar en los programas asistenciales norteamericanos. En la actualidad sin embargo, la responsabilidad recae en Estados Unidos y el principio de graduación.

Estados Unidos negó la solicitud de México para participar en el Programa de Créditos Mixtos de la CCC precisamente con base en el principio de graduación. El Programa de Garantías Crediticias se consideró más apropiado a su status de país NIC y de cliente tradicional de contado.

Pero, tal como demostraron las circunstancias que provocaron las malas cosechas de 1982 y 1983, el programa de garantías no era suficiente si la necesidad de importar granos excedía la capacidad de pago de México o el tope del programa de garantías.

Como dije antes, con esa respuesta Estados Unidos quería reproducir el escenario que prevalecía antes de la crisis, es decir el intercambio con base en la ventaja comparativa y en las transacciones al contado o con créditos comerciales.

En otras palabras, ninguno de los que participaron en el plan de ayuda para México pensó en algún mecanismo para estabilizar el comercio agrícola en el período de ajuste económico y facilitar plenamente la necesidad de importar que enfrenta México por lo menos hasta 1985. Tampoco se estudió o analizó cuidadosamente el vínculo entre finanzas y comercio que ha impuesto la crisis financiera.

En México se piensa que el vínculo entre las finanzas y el comercio implica que Estados Unidos debería conceder al país en lo comercial un trato especial fundado en las características de la relación bilateral y su posición de país en desarrollo. Esto se reveló claramente cuando México solicitó al gobierno norteamericano participar en el Programa de Créditos Mixtos de la CCC. La misma actitud se advierte en la posición que México ha mantenido en las pláticas sobre cuestiones comerciales que hubo en el seno de la Comisión Conjunta de Comercio México-Estados Unidos establecida en junio de 1981. La posición del gobierno mexicano en esta comisión ha sido insistir en la importancia de mantener y fortalecer el Sistema General de Preferencias el cual da trato de preferencia a múltiples productos mexicanos y obtener la denominada “prueba del daño” para los productos mexicanos al aplicarse las nuevas leyes norteamericanas sobre subsidios e impuestos compensatorios y medidas antidumping.

La posición norteamericana es diametralmente opuesta. El principio de graduación se origina en los supuestos efectos negativos que tanto para Estados Unidos como para los países de menor desarrollo relativo tiene el otorgar a todos los países en desarrollo trato especial y diferenciado en forma indiscriminada e independientemente del desarrollo económico o competitividad internacional.42

Estas profundas diferencias auguran mayores conflictos y la declinación continua del comercio bilateral que se inició en 1982. La situación es grave, pues los problemas y las contradicciones que se presentan en el área financiera dependen de la capacidad que tenga México para generar divisas con sus exportaciones y así financiar su desarrollo y amortizar su deuda externa. Por eso se ha dicho que el problema de la deuda puede, en último término, reducirse a un problema comercial.

Se duda también que Estados Unidos pueda preservar el mercado mexicano para favorecer sus exportaciones. A manera de ejemplo, sirve destacar los efectos de las limitaciones impuestas a México en el Programa de Garantías Crediticias de la CCC. En 1983, el gobierno mexicano tuvo que recurrir a Canadá, y a principios de 1984 estaba en tratos con Argentina para adquirir granos. Me pregunto si esto favorecerá el interés de ambos países. ¿Pero qué ha impedido encontrar fórmulas de cooperación que permitan reactivar el comercio bilateral?

En mi opinión, el gobierno mexicano debería reconocer que es importante admitir la realidad del nuevo orden de comercio internacional, que impone nuevas obligaciones y da ciertas ventajas. Pero Estados Unidos debería reconocer también que muchos de los argumentos en los que apoya su actitud intransigente hacia nuestro país derivan no tanto de la búsqueda de un orden comercial liberal y más justo, sino de la necesidad de proteger sectores e industrias sumamente ineficientes. Estas son por cierto las principales interesadas en el movimiento en favor de un “comercio libre pero justo”. En otras palabras, el neoproteccionismo al que ya hicimos referencia en otra ocasión parece guiar la política comercial norteamericana lo cual no redunda en beneficio de los intereses nacionales de ambos países.43



Notas al pie

1 Esta clasificación no es incompatible con el hecho de que, en ocasiones, la política se genere con ambos tipos de objetivos en mente. Empero, en la mayoría de los casos predomina uno u otro tipo de objetivos. Véase I. Destler, Making Foreign Economic Policy , Washington D.C., Brookings Institution, 1980.

2 Véase el artículo citado de R. Green; William Cline, “La política económica de Estados Unidos hacia América Latina”, Gaceta Internacional , octubre-diciembre 1983; Donald L. Wyman, “The Mexican Economy: Problems and Prospects”, en Mexico’s Economic Crisis: Challenges and Opportunities , University of California (San Diego) 1983; Karin Lissakers, “Dateline Wall Street Faustian Finance”, Foreign Policy 51 (1983).
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TODO LO QUE USTED SIEMPRE QUISO SABER ACERCA DE ESTADOS UNIDOS Y CÓMO AVERIGUARLO

HUMBERTO GARZA ELIZONDO

El Colegio de México


I

A ESTADOS UNIDOS se le puede definir e identificar de varias formas, todas superlativas: como superpotencia, una de las dos grandes potencias de la época actual en el terreno internacional; como “líder del Occidente, del “mun do libre”, como cabeza del mundo capitalista; como sociedad modelo en lo político y en lo económico; como civilización, como cultura, como estilo de vida. Cada una de estas referencias hace alusión a alguno de los grandes papeles que desempeña este país en la época contemporánea.

A lo largo de su existencia Estados Unidos ha creado una de las civilizaciones más avanzadas e influyentes en la historia del hombre. Ciertamente, las generalizaciones resultan aventuradas, a más de incómodas. No obstante, cabría afirmar que no ha habido en la historia de la civilización el caso de otro país en el que se presentara una influencia mundial predominante como la que ha ejercido y lucha por continuar ejerciendo Estados Unidos. De hecho, la influencia de Estados Unidos empieza a proyectarse desde sus primeros años como nación independiente. Con el tiempo, el poderío económico y el poderío militar alcanzado por este país, aunados al avance asombroso de los medios de transporte y de comunicación, condujeron al apogeo de su influencia a partir de la Segunda Guerra Mundial y la han hecho presente en todos los rincones del globo.

Estados Unidos ha construido una sociedad que, para bien o para mal, se ha convertido en un modelo a imitar para un amplio número de países, ya sea que éstos sigan al modelo en forma deliberada o inconsciente, ya sea que lo reconozcan abiertamente o dejen de hacerlo. Estados Unidos es creador y transmisor de los intereses y de los valores que dominan sobre la mitad del mundo y se contraponen a los intereses y a los valores de otra mitad.

Todos y cada uno de los países que integran la comunidad internacional se ven afectados o influidos de una u otra forma por lo que Estados Unidos hace o deja de hacer. Las declaraciones del Presidente norteamericano y las de otros altos funcionarios del gobierno de ese país son seguidas muy de cerca por la comunidad internacional ya que tales declaraciones tendrán, sin duda alguna, un impacto mundial. Se podrá estar de acuerdo o en desacuerdo con las políticas seguidas por el gobierno de Estados Unidos, pero de un modo o de otro la influencia de las mismas sobre el resto del mundo es inevitable.

Prácticamente ningún país del mundo escapa a la necesidad de ubicarse, de tomar una posición respecto a Estados Unidos, una posición que entraña un conjunto de responsabilidades, de compromisos, de vínculos, de lealtades, de ventajas y desventajas. Con frecuencia, el ubicarse con respecto a esta nación significa al mismo tiempo adoptar una posición a lo largo de los parámetros imperantes en la comunidad internacional: frente al Este y el Oeste; frente al Norte y el Sur. En el caso de México en particular “la relación con Estados Unidos ha marcado la percepción mexicana del mundo externo y ha dejado una profunda huella en la conciencia nacional”.1 En el terreno internacional, la relación con ese país ha sido considerada por pensadores y por políticos como “la piedra angular” de la política exterior de México.2




II

A Estados Unidos se le elogia y se le apoya o se le critica y se le condena. Sin embargo, no debe ser un país al que sólo se le elogie o se le critique. Debe ser, antes que nada, un país al que hay que conocer y estudiar a fondo y en detalle, a fin de saber a ciencia cierta qué posición tomar frente al mismo, cómo hacerle frente, cómo tratar a ese país, cómo negociar con él, cómo reaccionar a sus iniciativas, y cuando se presente la ocasión, cómo elogiarlo o criticarlo con fundamento. De ahí que todos los países, sin excepción, unos más que otros, tengan necesidad de conocer y estudiar a Estados Unidos.

En el caso de México esa necesidad es muy grande: “si ha habido y hay algún país en el mundo que tuvo, tiene y tendrá necesidad de estudiar y en­tender a Estados Unidos, ese país es México”.3 Desde el momento en que México se constituyó como Estado soberano al principiar el siglo XIX,


su relación con el país vecino del norte tuvo una importancia vital en el sentido más pleno del término. La existencia misma de México como país independiente estuvo subordinada al resultado del choque entre la violenta expansión territorial y económica de los Estados Unidos de Norteamérica y la capacidad de la sociedad y los gobiernos de México para resistir esta expansión .4



Importa subrayar aquí el fenómeno de la vecindad inmediata de México con los Estados Unidos, el país más poderoso del planeta, o si se prefiere, uno de los dos países más poderosos de la comunidad internacional en lucha permanente (con la Unión Soviética) por la supremacía y el predominio mundial. Esta vecindad coloca a México en una categoría especial y exclusiva de países: la categoría de “país fronterizo con una superpotencia”, con todo lo que ello entraña para el “interés nacional” y para otros intereses conexos de este país.

México no sólo se encuentra en el área de influencia exclusiva de Estados Unidos ya que, más preocupante aún, se localiza también dentro de lo que este último país considera como su “área de seguridad nacional”. Los intereses estratégicos, políticos y económicos de Estados Unidos en México son enormes e inciden de manera crucial sobre todos los indicadores de la realidad mexicana. La ubicación de México en el mapa mundi ha marcado su historia y su destino, ha condicionado su propia supervivencia, su soberanía y su viabilidad como Estado independiente.

Ahora bien, Estados Unidos como país es relativamente más importante para las necesidades y objetivos de México, de lo que México como país representa para Estados Unidos. Con todo, en términos comparativos y proporcionales, México ha concedido al estudio de Estados Unidos bastante menos importancia de la que éste ha dedicado al estudio de México.

En Estados Unidos, México ha sido desde hace largo tiempo un tema de estudio al que se ha dedicado cuidadosa atención: la historia, la cultura, el sistema político, las implicaciones de la vecindad, son, entre otros, algunos de los temas sobre México que mayor interés han despertado entre los académicos norteamericanos.

A cambio de la atención que México, como tema de estudio, obtiene por parte de Estados Unidos recibe sin mucha conciencia nacional, o más bien, sin mucha conciencia del fenómeno, el impacto de Estados Unidos: el impacto de su política, tanto interna como externa, de su economía, de su cultura, de su estilo de vida en general.

Resulta sorprendente el hecho de que, no obstante la vital importancia que Estados Unidos tiene para México, se le haya dedicado hasta ahora tan poca atención al estudio serio y sistemático de ese país. El mexicano debería sentir “una ansia morbosa” como dice Daniel Cosío Villegas,5 por explicarse qué es lo que ocurre en Estados Unidos —en la política, la economía, la sociedad, y en general en la cultura—, quiénes son responsables de que ocurra, por qué ocurre, cuándo ocurre y con qué consecuencias para México y otros países.

Señalar la necesidad y la conveniencia de estudiar a Estados Unidos no implica, de manera alguna, profesar simpatía por este país, o considerarlo como modelo a seguir. Este recononocimiento sólo entraña, literalmente, la necesidad de conocer, de entender a este país en sí, para sí, y para los demás. A su vez, para el caso de México en particular se ha intentado fundamentar la necesidad de estudiar a Estados Unidos en dos premisas básicas: la primera, la vecindad geográfica inmediata entre México y ese país, la cual supone, como es natural, una historia y un futuro compartido con múltiples implicaciones y repercusiones; la segunda, la enorme e inevitable influencia que, con base en su poder y en sü desarrollo en todos los renglones, Estados Unidos ejerce sobre el mundo de hoy.

En México hay quienes consideran a Estados Unidos como un país ultra-desarrollado, defensor de la democracia, de la libertad, y de la paz en el mundo; por otro lado, hay quienes lo califican como un país “imperialista”, explotador, e intervencionista en otros Estados. Las dos anteriores son evidentemente posiciones extremas en una gama múltiple de opiniones sobre el tema, opiniones con muy diferentes niveles de seriedad.

Empero, en el mejor de los casos, resulta aventurado el calificar a Estados Unidos en términos positivos o negativos sin tener sólidos fundamentos para ello. El evaluar a este país de un modo o de otro antes de haberlo estudiado conduce a una percepción distorsionada de la realidad y, en consecuencia, a políticas equivocadas y a resultados desafortunados.




III

En México se tiene una imagen estereotipada de Estados Unidos. Es esta una imagen superficial, obligadamente incompleta, hecha a la medida de las necesidades del caso y, desde luego, falsificable. Esta imagen se ha venido configurando de manera residual y aleatoria a. través de la interacción de otras varias imágenes de los Estados Unidos creadas por diversos sectores de la población.

Coexisten y se relacionan entre sí, influyéndose y modificándose unas a otras: una imagen oficial de Estados Unidos, apoyada en el pensamiento de la Revolución Mexicana y en un acendrado nacionalismo, la cual es manejada por los funcionarios del gobierno y por el sector público en general; varias imá­genes políticas, sostenidas por partidos políticos, grupos de presión, sindicatos, intereses sectoriales, etc.; una imagen histórica de Estados Unidos, here­dada de los acontecimientos bilaterales del pasado; una imagen popular, entre patriota y mal informada, entre nacionalista y frívola, sostenida por el común de los mexicanos; una imagen académica, que aspira a ser objetiva y seria, pero que lamentablemente es pequeña y débil frente a las demás.

Sin embargo, entre éstas y aun otras imágenes no se ha logrado construir una imagen real de Estados Unidos. La falta de conciencia y de oportunidad ha propiciado el que continúe prevaleciendo una imagen estereotipada: hueca, artificial, carente de contenido real. “En México, donde la historia nos enseña a desconfiar de Estados Unidos y la vida cotidiana nos aproxima a él por todas las vías imaginables, lo que se sabe acerca de este país suele reducirse a unos cuantos lugares comunes”.6

Tal vez el principal obstáculo para la superación de las fricciones y los malentendidos entre México y Estados Unidos lo sean las viejas impresiones firmemente arraigadas que cada uno de estos países tiene del otro. Son estas percepciones simplistas y distorsionadas las que conforman la imagen estereotipada de uno frente al otro, y las que con frecuencia se aplican como pautas de razonamiento para desarrollar evaluaciones y formular juicios. La imagen estereotipada se convierte, así, en una matriz de iniciativas y reacciones conforme a la cual se formulan las políticas respectivas, mismas que, las más de las veces, arrastran consigo los vicios de concepción originales.

México no ha sabido (a ciencia cierta) cómo reaccionar frente a ese paísmundo, país-imperio, país-civilización, llamado para propósitos prácticos, simplemente: Estados Unidos. Este país “sin límites provoca en México una extraña y difícil mezcla de reacciones encontradas y sentimientos en conflicto.

La compleja relación con Estados Unidos ha venido configurando en México un sentimiento nacionalista, ortodoxo, ritualista y solemne, el cual se piensa a sí mismo como defensivo, y que se manifiesta predominantemente como antinorteamericano. Así, el nacionalismo mexicano se define en forma natural y espontánea en oposición a Estados Unidos, al grado de que, con frecuencia, ser nacionalista significa también ser antinorteamericano.

En el campo de la economía, la dependencia de México respecto a Estados Unidos impone su propia lógica, reduce el margen de maniobra, descarta opciones y alternativas, y condiciona criterios atrincherados en el nacionalismo. En el terreno de la política, los círculos intelectuales (escritores, artistas, académicos, estudiantes) mantienen casi por definición una actitud de desconfianza frente a Estados Unidos, mientras que el mexicano promedio se muestra distante e indiferente, pues carece de información y de suficientes elementos de juicio para formarse una opinión.

Por otra parte, en el terreno de la ciencia los profesionistas mexicanos siguen con atención los avances realizados en los diversos campos por los norteamericanos, mientras que, en otros niveles, el interés popular en las manifestaciones más comerciales de la cultura norteamericana, tales como la televisión, el cine, los discos, las modas, las revistas periódicas, es muy grande.

En las noticias aparecidas en la prensa mexicana acerca de Estados Unidos no se encuentra evidencia de distorsión o de mala representación deliberada. La imagen de Estados Unidos presentada a los lectores es, en su mayor parte, el resultado de lo que las casas editoras mexicanas reciben de las agencias inter­nacionales de información. Al lado de esta imagen informativa, sin embargo, se encuentra una visión menos favorable de Estados Unidos proyectada por los columnistas y por los ensayistas. Aunque en términos cuantitativos esta imagen no es predominante, su carácter crítico y llamativo la hacen sobresalir ante el fondo plano o neutro de la información.

Existen razones para creer que el contenido de las secciones de opinión de la prensa refleja el concepto que los intelectuales mexicanos, en contacto con el pensamiento básico de la Revolución Mexicana, tienen de Estados Unidos. Esta es también la actitud del gobierno, la cual llega al pueblo indirectamente a través de los comentarios de la prensa, más que a través de los pronunciamientos oficiales.

La actitud de los intelectuales mexicanos revelada en la prensa diaria y en las revistas de opinión del país es un indicador útil sobre el tema en cuestión, ya que esta actitud ejerce una influencia sensible y constante en la formación de opinión en importantes sectores de la sociedad mexicana.

De este modo, el lector mexicano expuesto regularmente a los editoriales y a las columnas de opinión de los periódicos, encontrará la imagen blanda o neutral proporcionada por la información contrastada por una variada gama de opiniones críticas, las que debido a su agudeza y debido a que con frecuencia refuerzan sus propias creencias, le dejan una imagen negativa o desfavorable de Estados Unidos.




IV

¿De qué trata el estudio de Estados Unidos? ¿Cuál es la razón de ser de esta área de estudios? ¿Cuáles son sus objetivos? Por redundante que pudiera parecer en una primera instancia, el estudio de Estados Unidos se ocupa justamente de estudiar a Estados Unidos en general; esto es, de la historia, de la política —interna y externa—, de la economía, de la sociedad, de la cultura. Por su naturaleza, el gran tema de Estados Unidos se encuentra más cerca de las ciencias sociales y de las humanidades que de las ciencias exactas. En particular, se puede estudiar virtualmente cualquier tema que se ubique dentro de estas disciplinas, a reserva de que se reconozcan su utilidad y la posibilidad de hacer una contribución original sobre el mismo.

Ciertamente, los estudios acerca de Estados Unidos abarcan un territorio amplio y comprehensivo de temas multidisciplinarios. Estados Unidos es el área de referencia, la idea básica, el interés central, el concepto uniflcador que sugiere tanto la teoría como el método de estudio, así como los temas específicos a estudiar.

Si el tema de Estados Unidos debe ser entendido básicamente como una área multidisciplinaria de las ciencias sociales, ¿en qué se diferencia de las otras áreas de esta naturaleza?, ¿cuáles son sus elementos constitutivos?, ¿cuáles son sus características definitorias? Naturalmente, las características más obvias son las relativas a Estados Unidos como país. De origen, un país puede ser definido de acuerdo con dimensiones temporo-espaciales de las cuales la historia y la geografía son las más evidentes y conocidas. A éstas se agregan las dimensiones ya señaladas de la política, la economía, lo social, y la dimensión global de la cultura, síntesis y proyección de todas las anteriores. Tenemos así establecidos en forma aproximada, a muy grandes trazos que son al mismo tiempo tan precisos como lo permite la naturaleza del fenómeno, los alcances del gran tema objeto de nuestro interés.

El propósito básico de estudiar a Estados Unidos es el de ampliar y profundizar el conocimiento de la metodología, de la teoría, de los conceptos claves, y de los temas centrales relativos a esta área de referencia. Por lo tanto, este esfuerzo no sólo busca proporcionar una respuesta a planteamientos e interrogantes concretas, sino también estimular el interés en un proceso permanente de investigación y reflexión sobre este país.

Los estudios que se realizan acerca de Estados Unidos en los países de Europa Occidental, en la Unión Soviética, y, en general, en los países de mayor desarrollo económico se apoyan en dos grandes pilares: el primero lo constituye la historia de ese país, con una atención cada vez mayor en la historia reciente; el segundo son los problemas contemporáneos de la sociedad norteamericana en el terreno de la política, la economía, lo social, la cultura en general, la política y la economía internacional. Además de la historia reciente y de los problemas contemporáneos de la sociedad norteamericana en el terreno de la política, la economía, lo social, la cultura en general, la política y la economía internacional. Además de la historia reciente y de los problemas contemporáneos en las distintas disciplinas, entendidos generalmente como pilares de los estudios sobre Estados Unidos, se encuentran desde luego aquellos que pueden considerarse como cimientos de tales estudios. Estos últimos son los temas medulares y de fondo, los temas de siempre en cada una de las disciplinas, los que, justamente por ello, se ubican en una segunda instancia, en una lista de espera para ser abordados una vez que están cubiertos los temas más inmediatos, los de mayor actualidad y los de mayor urgencia.

Ahora bien, entre los académicos mexicanos parece no haber un consenso en cuanto a la naturaleza y el alcance de los estudios acerca de Estados Unidos. Por una parte, hay quienes subrayan que tales estudios deben ocuparse de temas estrictamente norteamericanos. Por otra parte, sin embargo, hay quienes insisten en que en los círculos académicos en México existen severas limitaciones materiales y de otra índole para llevar a cabo estudios “puros” sobre Estados Unidos y que, por necesidad, se deben recurrir a los estudios comparativos y a los estudios sobre temas bilaterales México-Estados Unidos.

En la práctica existe la tendencia, natural y explicable, a concentrar la atención dedicada al estudio de Estados Unidos en el estudio de las relaciones México-Estados Unidos. Así, se estudia la interacción bilateral global en cada uno de los diferentes campos y temas que las integran: el económico, el político, el diplomático, la historia compartida, los problemas comunes a ambos países, las relaciones fronterizas, temas sectoriales, etc.

Sin duda, el estudio de las relaciones México-Estados Unidos constituye para México una área primordial dentro del gran tema de Estados Unidos. Habida cuenta de que el estudio de estas relaciones es de suyo importante, es necesario tener presente la diferencia básica que existe entre el estudio de estas relaciones y los estudios sobre Estados Unidos, en sentido estricto.

Por definición, Estados Unidos como área de estudios tiene alcances muy amplios. El estudio de este país en México debe ser mucho más que el estudio de las relaciones de México con Estados Unidos y de la política e influencia directa de éste sobre México. El trato especial o convencional, bueno o malo, que Estados Unidos le brinda a México se origina en las condiciones y en los desarrollos internos de ese país, y son justamente éstos sobre los que se insiste en llamar la atención.




V

Hasta muy recientemente las universidades en México se encontraban a la zaga de los círculos gubernamentales en cuanto a reconocer la necesidad de conocer de cerca y a fondo a Estados Unidos. De hecho, desde hace varios lustros en México se han impartido cursos aislados sobre la historia, el sistema político, y la política exterior de Estados Unidos; cursos sueltos que no formaban parte de un programa más amplio, consistente y bien integrado. No obstante que varios estudios clásicos sobre la historia y la política de Estados Unidos han visto la luz en las universidades, hasta fechas recientes no se había dado una formalización del interés en los estudios acerca de Estados Unidos a nivel universitario, la cual era necesaria a fin de mejorar el nivel y mantener la continuidad de dichos estudios.

Este retraso de parte de las universidades se explica, en parte, debido a la abundante producción de estudios sobre Estados Unidos que se llevan a cabo en ese país misma que, a semejanza de su producción en otras áreas, rebasa casi en forma natural la frontera e invade el mercado mexicano. Lógicamente es Estados Unidos el país con mayor número de científicos sociales y con mayor interés sobre el tema (y virtualmente sobre cualquier otro Estado). Estos estudios cubren hasta agotar la totalidad de los aspectos políticos, económicos y sociales de este país, abordados desde los más diversos enfoques y metodologías. Muchos de estos estudios han circulado ampliamente por el mundo, lo cual ha dado lugar, entre otros efectos, a que no se realicen o a que se reduzca el número de estudios sobre Estados Unidos desde la perspectiva de otros países. Durante largo tiempo este fenómeno se manifestó con particular incidencia en México.

En relación con este último punto, cabe mencionar que, dado el interés en los círculos gubernamentales y académicos norteamericanos por conocer cómo se percibe y se entiende a Estados Unidos desde afuera, instituciones desde país han promovido y financiado proyectos para el estudio de Estados Unidos desde la óptica de otros países, incluyendo a México. Tanta es la importancia del gobierno norteamericano, tantos sus recursos y su capacidad de operación, y en este punto muy específico, tanta su lucidez y su agudeza, que Estados Unidos no sólo se estudia a sí mismo, sino que promueve el que otros países lo estudien para, de esa forma, conocerse mejor, y con ello, continuar siendo poderoso e influyente.

Los anteriores aspectos sirvieron en su oportunidad como justificación y como excusa a las universidades y centros de investigación mexicanas en cuanto a la falta de interés sobre este gran tema. Además, se han argumentado otras causas para justificar esa limitación, vinculadas a las ambigüedades de la vida política en México, a la atención que reclamaban otras prioridades académicas (el sistema político mexicano, por ejemplo) a los altibajos de las relaciones entre ambos países, a la falta de recursos financieros, etc.

En la actualidad, el panorama de los estudios sobre Estados Unidos en México es muy variado, y forma un verdadero mosaico de programas, proyectos e inquietudes sobre una amplia gama de temas desarrollados a través de diversas metodologías, y tratados a diferentes niveles de seriedad y rigor académico.

En el curso de los últimos 15 años, mismos que se corresponden con dos períodos presidenciales de activa proyección internacional, los estudios sobre Estados Unidos en México han experiementado un desarrollo significativo. Tal vez el indicador más ilustrado de ello lo constituye las decenas de libros y un considerable número de artículos que se han publicado recientemente.

Ahora bien, no toda esta producción logra pasar con buena nota la prueba del rigor académico. Pocos son los que en verdad estudian con seriedad y objetividad científica. Buena parte de estos trabajos son más bien una crítica a Estados Unidos que un análisis objetivo de este país. En relación con este punto Cosío Villegas señala que “el mexicano tiene prejuicios (arraigados e inconmovibles), pero no juicios, o sea opiniones basadas en el estudio y en la reflexión”.7 Este fenómeno refleja la actitud ya conocida de juzgar todo lo que es y representa Estados Unidos a través de sus políticas (externa, interna, económica, de inmigración, etc.) y en particular a través de sus políticas hacia México, las cuales no siempre gozan de simpatía. Otra parte de estas obras son de carácter gozan de simpatía. Otra parte de estas obras son de carácter básicamente informativo y descriptivo, además de que no siempre se fundamentan en una revisión exhaustiva de las fuentes originales.

Debido precisamente al hecho de que surgió como una área de fronteras abiertas, el tema de Estados Unidos logró atraer en un principio a estudiosos de otras disciplinas, sin una formación especializada en esta área, quienes llevaron a cabo una producción sincera y entusiasta, aunque poco definitiva. Estos pioneros se acercaron a aquellos aspectos que más les llamaban la atención de Estados Unidos, y un buen número de ellos han continuado hasta la fecha a lo largo de esa línea, no definida con claridad, lo cual entraña el riesgo de que sus esfuerzos en el área permanezcan en un nivel accesorio.

Por otra parte, un número creciente de los estudiosos de hoy en día son investigadores jóvenes, y de entre ellos algunos se han formado premeditamente como “norteamericanistas” por concepción y convicción, quienes hoy se encuentran ya inmersos en proyectos individuales o colectivos en el área. De esta forma, han empezado a aparecer las primeras tesis doctorales sobre temas estrictamente norteamericanos, como también ha venido creciendo en forma gradual el número de estudios apoyados en investigación documental y en trabajo de campo. Es de esperar que esta tendencia continúe y se amplíe en lo futuro.

La incorporación de los estudios acerca de Estados Unidos en las universidades y centros de investigación proporcionó una base de apoyo institucional a los esfuerzos orientados en esta dirección, favoreciendo de este modo su continuación, su crecimiento y su profundización. Los resultados alcanzados en los últimos años han sido positivos sin lugar a dudas, aunque todavía modestos.

Con todo, el estudio de Estados Unidos en México es aún insuficiente e inadecuado. Por ello, es necesario estimular en todas sus formas y a través de todos los medios tal estudio: es necesario continuar promoviendo la investigación y la docencia; alentar la formación de investigadores y de profesores especializados en el área y apoyar con todas las facilidades su dedicación de tiempo completo a la misma; apoyar a las universidades y los centros de investigación, a los programas y a los proyectos de estudio con los suficientes recur­sos materiales y humanos.

Es necesario preparar de manera especializada el material para la docencia, las guías de investigación, y bibliografías críticas, tanto generales como temáticas. Desde luego, es necesario aumentar el nivel de los estudios, insistiendo en la búsqueda de la objetividad y del rigor académico. Además, una tarea importante debe ser la de apoyar la publicación de las investigaciones, y sobre todo, la de apoyar la difusión de esas publicaciones a fin de hacerlas llegar a un público cada vez más amplio.

Es necesario organizar conferencias, seminarios, mesas redondas, debates abiertos al público, programas de radio y de televisión sobre el tema de Estados Unidos. Es necesario mejorar la comunicación entre las diversas universidades y centros de investigación en los que se estudia a Estados Unidos. Asimismo, se debe mejorar la comunicación entre los productores y los consumidores de los estudios: entre las universidades y el gobierno, por un lado, y entre las universidades y los sectores sociales interesados, por el otro.

Finalmente, aunque se antoje redundante, se debe insistir y continuar insistiendo ad nauseam en la necesidad de estudiar a Estados Unidos.




VI

La enorme diferencia de poder entre México y Estados Unidos ha sido uno de los fenómenos determinantes de la naturaleza y de los términos de las relaciones entre estos dos países y, por consiguiente, una de las preocupaciones permanentes de los gobiernos de México. En concreto, esta diferencia de poder ha dado lugar a una marcada dependencia y a un espectro de inseguridad nacional en México. Siendo así, en el curso de su historia este país ha buscado aumentar su capacidad de maniobra y de negociación, a fin de mejorar con ello su posición frente a Estados Unidos.

México ha sufrido prácticamente todas las desventajas que se pueden derivar de la vecindad con Estados Unidos, mientras que, por otro lado, no ha sabido aprovechar al máximo muchas de las ventajas que esa vecindad puede ofrecer. Una parte sensible de las pérdidas, daños, perjuicios y presiones que México sufre a manos de Estados Unidos, y muchos de los problemas, errores y malentendidos en las relaciones de México con ese país han sido consecuencias de la falta de información y de conocimiento por parte de México.

Tal vez una de las estrategias más elementales y al mismo tiempo más efectivas para conseguir un aumento en la capacidad internacional de México es la de estudiar a Estados Unidos. La ignorancia alimenta inseguridad, temores, y prejuicios; la ignorancia se traduce en debilidad e incapacidad. El conocimiento genera seguridad, confianza y juicios sólidos; el conocimiento se traduce en fuerza y capacidad. La información es poder, el conocimiento es poder, el estudio es poder.

El estudio como estrategia de poder capacita para ser mejores, y para hacer mejor las cosas. El estudio contribuye a ajustar la perspectiva, el enfoque y, por consiguiente, la imagen de Estados Unidos, con base en lo cual es posible eliminar prejuicios, descartar temores infundados, corregir errores. El estudio contribuye a hacer apreciaciones, evaluaciones, y cálculos precisos, apegados a la realidad. Además, el estudio como estrategia de poder presenta la posibilidad de perfeccionar y volver más efectivo el manejo de otros elementos de poder y cartas de negociación de México frente al exterior.

El estudio es la base de una mejor política exterior y de una mejor diplomacia en tanto que contribuye a identificar oportunidades y alternativas, a eliminar obstáculos, a medir posibilidades y capacidades, a formular mejores decisiones, a reducir presiones, a prevenir riesgos y consecuencias, todo lo cual habrá de facilitar el logro de los objetivos planteados.

En lo que se refiere a las relaciones de México con Estados Unidos el estudio fortalece la posición de México al contribuir a presentar mejores iniciativas y ofrecer mejores respuestas, a la vez que se perfeccionan las técnicas de negociación. Además, el estudio contribuye a mejorar la comunicación, el entendimiento y la colaboración entre ambos países.

Lógicamente, el estudio por sí mismo no habrá de resolver los retos que plantea el ser y existir de Estados Unidos, ni los problemas de las relaciones de México con ese país. En una primera instancia, los beneficios del estudio se manifiestan en la aportación de nuevos enfoques, hipótesis, aclaraciones y explicaciones, en suma, en más y mejores elementos de juicio que sirvan de base para la formulación de políticas realistas, inteligentes, y efectivas.
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